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C. 

. 
V.S. 

.  
EXPEDIENTE No.221/2011.  

 
LAUDO 

 
San Francisco de Campeche, Camp., a veinticinco de enero de dos mil dieciocho. 

 
V  I  S  T  O  S: Para resolver en definitiva los autos, que guardan el expediente 

laboral citado al rubro y: 
 

R  E  S  U  L  T  A  N  D  O: 
 
I.- Que por escrito de fecha quince de junio de dos mi once, recepcionado por esta 
Autoridad el día diecisiete del mismo mes y año, la C. 

 demandó a la 

 y QUIEN 
RESULTE SER LEGITIMO PROPIETARIO Y RESPONSABLE DE LA FUENTE DE 
TRABAJO, su INDEMNIZACIÓN CONSTITUCIONAL y demás prestaciones que le 
corresponden con motivo del Injustificado Despido del que aduce fuera objeto. 
 
Fundó su demanda en los siguientes:  
 

H  E  C  H  O  S : 
 
Que con fecha 6 de abril de 2006, fui contratado para prestar mis servicios personales de 
trabajo en beneficio de la 

, teniendo como número de seguridad social 81897011060 
ocupando como último cargo el de “sub-gerente”. En lo que respecta a la relación de 
subordinación y dependencia que me unía con los demandados, recibía órdenes para el 
desempeño de mis funciones de los CC. 

 Y 

, mismos que ostentan los cargos de Presidenta 
y Gerente respectivamente d la cámara antes señalada, personas que me giraban de manera 
directa e inmediata las instrucciones necesarias para llevar a cabo mis funciones contratadas. 
El salario que percibía a últimas fechas por mis servicios personales de trabajo, era por la 
cantidad de $******** (SON: ***00/100 M.N.) diarios, en el cual me veía obligado a suscribir 
unas nóminas que quedaban en poder de la parte patrona demanda por cantidades diversas y 
que sumadas entre sí arrojan la cantidad antes señalada; estipendio que me fue asignado por 
los C. 

. La Jornada de Trabajo que me asigno el C, 

, para el desempeño de mis labores en 
beneficio de 

, era la comprendida de las 09:00 horas para concluirlas en definitiva a las 
20.00 horas, de lunes a sábado de cada semana, concediéndome la empresa el domingo como 
día de descanso; de lo anterior se colige que trabajaba en forma extraordinaria 3 horas diarias, 
mismas que hacen un total de 936 horas, mismas que no me fueron cubiertas legalmente; 
tiempo extra que deberá hacerse efectivo a favor del suscrito de la siguiente manera: 468 horas 
al 100% y las restantes 468 horas al 200% en términos de lo que establecen los artículos 67 y 
68 de la Ley Reglamentaria del artículo 123 Constitucional. Cabe mencionar que a la suscrita le 
concedieron media hora diaria de descanso para reposo y tomar alimentos dentro del centro de 
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trabajo, habida cuenta que no podíamos salir del mismo. En la forma narrada con antelación 
transcurrió la relación de trabajo, hasta que el día miércoles 8 de junio del 2011, 
aproximadamente a las 13:30 horas, en el domicilio que ocupa la 

, situada en 

, de esta 
Ciudad Capital, específicamente en la sala de espera y/o recepción de los clientes y/o socios, 
de la persona moral antes citada, ante la presencia de compañeros de trabajo y diversas 
personas que ahí se encontraban presentes se me acercó la C. 

 y me dijo: “

, estas despedida 
firma tu salida y retírate”; ante lo anterior, le manifesté mi inconformidad y le solicité que las 
causas por las que me despedían me las notificaran por escrito como es su obligación, a lo que 
se negó rotundamente. Como puede observar esa H. Junta, fui víctima de un doloso e 
injustificado despido, en tal virtud, solicito a esta H. Autoridad condene a la parte demandada al 
pago de la indemnización constitucional y su accesoria de los salarios vencidos, así como el 
pago de la prima de antigüedad relativa a  mi tiempo de servicios, de la parte proporcional de 
vacaciones, prima vacacional y parte proporcional de aguinaldos, de mi último y penúltimo año 
de servicios, mismos que me fueron pagados a pesar de corresponderme y de las 936 extras 
laboradas y no pagadas. 
 
En esta tesitura, nos permitimos señalar a esa autoridad que de igual forma me condicionaron 
que para poder laborar para 

, tenía que suscribir obligatoriamente unas hojas que contenía una 
supuesta RENUNCIA sin fecha, bajo la amenaza de no ser contratada en caso de negativa a 
firmarla, por lo que ante el temor de que el patrono utilice las mencionadas hojas firmadas, 
reclamo de antemano la nulidad de tal documento que en su caso se exhiba en juicio por los 
demandados. De la misma manera ponemos del conocimiento de esa H. Junta, que los CC. 

 Y 

, 
también me obligaron a firmar varias hojas en blanco, así como también hojas membretadas en 
otras palabras, me coaccionaron a suscribir hojas que no contenían ningún texto y/o contenido, 
bajo la amenaza de despedirme en caso de negativa a signarlas; por lo que de igual manera y, 
ante el temor de que la parte demandada utilice las mencionadas hojas firmadas en blanco 
para llenarlas con un texto o contenido de finiquito, renuncia o cualquier otro contenido que 
pudiera perjudicarme, también reclamo de antemano la nulidad de tales documentales que en 
su caso exhiban en juicio por la empresa demandada. Es preciso señalar que en su caso se 
exhiban en juicio por la empresa demandada. Es preciso señalar que esta conducta atípica e 
ilícita de los demandados, de obligar a sus trabajadores a suscribirle, renuncias sin data y hojas 
en blanco, antes, durante y después de la contratación de los obreros, en su “MODUS 
OPERANDI” o conducta general con todos sus empleados, con el afán y finalidad de evadirse 
en todas sus responsabilidades legales y económicas que como empleador estatuye a su cargo 
la Ley Federal del trabajo, especialmente en los casos de despido injustificado, como en la 
especie. Así como también los CC. 

 Y 

 me obligaron a firmar 5 pagares sin rellenar, 
señalando que es requisito para poder ser contratado para laborar en 

, razón por la cual pido 
desde este momento la devolución de dichos títulos de crédito.  
 

P R E S T A C I O N E S : 
 
La Indemnización Constitucional y su accesoria de los salarios vencidos, así como el pago de la 
prima de antigüedad relativa a mi tiempo de servicios, de la parte proporcional de vacaciones, 
prima vacacional y parte proporcional de aguinaldos, de mi último y penúltimo año de servicios, 
y 936 Horas Extras.  
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II.- Por acuerdo de fecha veinte de junio de dos mil once, se radicó la demanda en el 
procedimiento ordinario establecido, señalándose fecha y hora para la celebración de la 
audiencia de: CONCILIACIÓN, DEMANDA Y EXCEPCIONES Y OFRECIMIENTO Y 
ADMISIÓN DE PRUEBAS; ordenándose notificar personalmente a las partes por 
conducto del C. Actuario adscrito a esta Junta con los apercibimientos legales y 
contenidos en los artículos 873, 876 Fracción VI; 878 Fracción VIII, 879 y demás 
relativos aplicables de la Ley Federal del Trabajo.  

 
III.- Previa notificación a las partes, con fecha seis de diciembre de dos mil once, tuvo 
verificativo la celebración de la audiencia señalada en el párrafo anterior, con la 
comparecencia de los LICDOS. 

 y 

 en representación de la parte actora; 
compareciendo el LIC. 

 en representación de la parte demandada. Por lo que la 
audiencia se desarrolló de la siguiente manera: EN LA ETAPA DE CONCILIACIÓN: 
Se tuvo a las partes por inconformes con todo arreglo conciliatorio, a pesar de que esta 
autoridad las exhortara para ello. EN LA ETAPA DE DEMANDA Y EXCEPCIONES: se 
difirió a solicitud de las partes, por encontrarse celebrando pláticas conciliatorias, 
señalándose nueva hora y fecha para que tenga verificativo la celebración de la 
audiencia de Ley. Con fecha veintidós de febrero de dos mil doce, tuvo verificativo la 
celebración de la audiencia señalada con antelación, con la comparecencia de los 
LICDOS. 

 y 

, en representación de la parte actora y demandada, 
respectivamente. Por lo que la audiencia se desarrolló de la siguiente manera: EN LA 
ETAPA DE DEMANDA Y EXCEPCIONES: Como lo solicitara el LIC. 

, se le reconoció 
personalidad al igual que a los LICDOS. 

, 

, 

, 

 y 

, como apoderados jurídicos de la actora, 
para que la represente durante la secuela del presente juicio laboral, de conformidad 
con lo estipulado con los artículos 692 Fracción I y 696 de la Ley Federal del Trabajo y 
con base a la carta poder exhibida y agregada en autos, y con tal personalidad se 
afirmó y ratificó de todos y cada uno de los puntos de hechos y de derechos del escrito 
inicial de demanda; por lo que respecta a la demandada 

 se les reconoció 
personalidad a los LICDOS. 

 y 

, como apoderados legales de aquella, para que la 
representen durante la secuela del presente juicio laboral, en términos de la 
documentación exhibida y agregada en autos, y de conformidad con lo estipulado en el 
artículo 692 de la Ley en comento, y con tal personalidad exhibió un escrito de fecha 
veinticuatro de agosto de dos mil once, constante de 13 fojas útiles, por medio del cual 
dio contestación a todos y cada uno de los puntos de hechos y de derechos del escrito 
inicial de demanda, y del que se le dio vista y corrió traslado a su contraparte para el 
efecto de que hiciera valer lo que a su derecho conviniese. Por último, se tuvo a las 
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partes comparecientes por haciendo uso del derecho de réplica y contrarréplica, 
respectivamente, en la forma y términos asentados en autos. EN LA ETAPA DE 
OFRECIMIENTO Y ADMISIÓN DE PRUEBAS: Se tuvo a las partes comparecientes 
por ofreciendo sus respectivas probanzas y por objetando las pruebas de su 
contraparte, respectivamente, en la forma y términos que quedaron asentados en 
autos. Reservándose esta autoridad con el objeto de mejor proveer el derecho de 
acordar sobre la admisión o desechamiento de las probanzas, mediante el acuerdo 
correspondiente. Con fecha veintiuno de marzo de dos mil doce, se regularizó el 
procedimiento de conformidad con los artículos 685, 686, 880 y demás relativos 
aplicables de la Ley Federal del Trabajo, admitiéndolas por ser legales y procedentes y 
no ser contrarias a la moral ni al derecho; con excepción de la prueba de Inspección 
Ocular ofertada por la parte actora, en virtud del razonamiento expuesto y fundado que 
por economía procesal se tiene por reproducido como si se insertara a la letra; 
señalándose horas y fechas para el desahogo de las pruebas que por su naturaleza así 
lo requiriesen, y en cuanto a las presunciones Legales y Humanas e Instrumental de 
Actuaciones ofrecidas por las partes, y documentales ofertadas por la parte actora y 
relacionadas bajo los arábigos 4 y 7 de su escrito de pruebas, toda que las primeras se 
desahogan por su propia y especial naturaleza, y las últimas no fueron objetadas por la 
contraparte, se agregaron a los autos y se les dará el alcance y valor probatorio en el 
momento procesal oportuno. Habiéndose desahogado todas y cada una de las pruebas 
aceptadas por ésta autoridad, con fundamento en el artículo 884 fracción IV de la Ley 
Federal del Trabajo, se le concedió a las partes el término de tres días hábiles 
contados a partir de la fecha de la notificación para que formulen y rindan sus 
respectivo alegatos, no haciendo uso de ese derecho, por lo que con fundamento en el 
artículo 885 de la Ley Federal del Trabajo, el C. Auxiliar declaró cerrada la instrucción y 
turnó los autos del presente expediente al C. Proyectista para la elaboración del 
proyecto de resolución en forma de laudo en el término legal correspondiente. 
 
IV.- Mediante proveído de fecha veinte de septiembre de dos mil diecisiete, después de 
haber hecho una búsqueda minuciosa en los archivos de ésta Junta Local de 
Conciliación y Arbitraje del Estado de Campeche, y como resultado de la misma no se 
encontró el expediente citado al rubro, se procedió a poner del conocimiento de las 
partes la existencia anterior y la falta posterior del expediente que nos ocupa, y se 
tramitó la reposición del mismo en forma incidental, señalándose hora y fecha para la 
audiencia Incidental de Reposición de autos, misma que se llevó a cabo mediante la 
audiencia de fecha catorce de noviembre de dos mil diecisiete. Con fundamento en el 
artículo 884 Fracción IV de la Ley Federal del Trabajo, se les concedió el derecho de 
formular sus respectivos alegatos, no haciendo uso de ese derecho ninguna de las 
partes, en consecuencia, con fundamento en el artículo 885 de la Ley Federal del 
Trabajo, el C. Auxiliar declaró cerrada la instrucción, turnando los autos del presente 
expediente al C. Proyectista para que dentro del término legal correspondiente se sirva 
formular el proyecto de resolución en forma de Laudo.  
 

C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O: 
 
I.- Que esta Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Estado de Campeche, es 
competente para conocer y resolver el presente conflicto laboral de conformidad con lo 
establecido por los artículos 116 fracción V, y 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en concordancia con los numerales 523, 529, 621 y demás 
relativos aplicables de la Ley Federal del Trabajo en vigor. 
 
II.- Que la litis en el presente conflicto laboral consiste en determinar si es procedente la 
acción de Indemnización Constitucional por Despido Injustificado del que aduce la 
actora C. 

 fue objeto, o si por el contrario, como manifiesta la demandada 

, por 
conducto de su apoderado legal, aquella nunca ha sido despedido de su trabajo, sino 
que dejó de asistir inexplicablemente y sin dar razón al trabajo a partir del nueve de 
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junio de dos mil once, e incluso le ofrece regrese a su trabajo en las mismas 
condiciones en que lo venía desempeñando, es decir: A).- Con el mismo cargo, B).- 
Con las mismas funciones, C).- Con el mismo horario de trabajo de 09:00 a 14:00 
horas, y de 17:00 a 20:00 horas de lunes a viernes y sábado de 09:00 a 14:00 horas, 
D).- Con el mismo salario y los incrementos correspondientes al mismo, E).- Las 
prestaciones de ley inherentes al puesto, F).- Los días de descanso correspondientes; 
G).- Con las  mismas prestaciones, y los beneficios obtenidos a favor del cargo, H).- con 
la seguridad social, o sea el Seguro social, que tiene porque nunca se le ha dejado de 
proporcionar; esta Autoridad al haber estudiado el ofrecimiento de trabajo hecho por la 
demandada a la actora, es decir, si la expresión constituye un ofrecimiento de 
reincorporación a las actividades, propiamente dichas, con coincidencia de prestaciones 
así como la intención del mismo, determina que resulta de BUENA FE, ya que el 
oferente en primer lugar, no controvierte el puesto o categoría, aclarando su cargo es 
subgerente de servicios, lo cual demuestra mediante el contrato individual de trabajo 
como se estudiará en el momento procesal oportuno, en segundo lugar, oferta con un 
horario y jornada de 09:00 a 14:00 horas y de 17:00 a 20:00 horas de lunes a viernes, y 
de 09:00 a 14:00 horas, los sábados de cada semana, descansando los domingos, lo 
que significa 08:00 horas diarias, con descanso entre las 14.00 a las 17:00 horas, 
horario y jornada que resulta benéfico para la trabajadora toda vez que se ajusta incluso 
a una duración de jornada que se encuentra dentro de los máximos que la Ley Federal 
del Trabajo establece, y en tercer lugar, si bien es cierto controvierte el salario, no 
menos cierto es que demuestra el aducido en su contestación a la demanda inicial, con 
la documentación idónea y fehaciente que obra en autos del presente expediente 
laboral, a saber, los recibos de pago de salario que devengaba la C. 

, de acuerdo a la 
carga procesal que consagran los artículos 784 y 804 de la Ley en cita, mismas que se 
estudiarán y valorarán más adelante, Inclusive lo oferta con los incrementos salariales, 
y respetándole el derecho de Seguridad Social, tomando en cuenta que el más alto 
Tribunal ha decidido que el registro de un trabajador ante dicha institución, no es una 
condición de trabajo, sino en todo caso, una obligación de la patronal subsanable por el 
propio empleado, luego entonces, si la citada obligación patronal no integra las 
obligaciones de trabajo, mucho menos podrá considerarse de mala fe el ofrecimiento de 
reintegrarse a las labores, que se efectúen, como en el presente caso, con la promesa 
de respetarle la inscripción ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, evitando con 
ello producir un perjuicio a la trabajadora y si en cambio un beneficio, ya que tales 
condiciones son los elementos esenciales de la relación laboral, en consecuencia, dicho 
ofrecimiento resulta ser de buena fe toda vez que se aprecia que dicha expresión 
constituye un ofrecimiento de reincorporación a las actividades propiamente dichas, con 
coincidencia de prestaciones y la buena fe del mismo con la finalidad de llegar a 
conciliar el juicio laboral, lo que se hizo del conocimiento del actor, tal y como consta de 
autos, por todo lo anteriormente expuesto y a consideración de esta Autoridad 
corresponde a la demandante la carga de la prueba, para demostrar el despido 
Injustificado del que aduce fue objeto. Sustentando lo anterior en los siguientes criterios 
jurisprudenciales que a la letra dicen: 
 

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE BUENA FE EL PROPUESTO EN LOS 
MISMOS TÉRMINOS EN QUE SE VENÍA DESARROLLANDO, AUNQUE NO 
SE PRECISEN LAS CONDICIONES DE LA RELACIÓN LABORAL NO 
CONTROVERTIDAS. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación estableció en la jurisprudencia 2a./J. 125/2002, que para calificar de 
buena o mala fe la proposición para continuar la relación laboral, deben tomarse 
en consideración las condiciones fundamentales de ésta, como son el 
puesto, el salario y la jornada u horario de labores, y que será de buena fe 
cuando se advierta clara intención de ello, al no afectar los derechos del 
trabajador y ofrecerse en los mismos o mejores términos de los ya pactados, 
términos que pueden señalarse expresamente o deducirse del contenido 
del escrito de demanda o su contestación. Ahora bien, dicho ofrecimiento no 
puede calificarse por sí solo de mala fe cuando no se hace referencia a 
condiciones de trabajo no controvertidas, pues además de que no se advierte 
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inconformidad del trabajador respecto de esos puntos, admitir lo contrario 
obligaría al patrón a probar aspectos no debatidos. Contradicción de tesis 
191/2004-SS. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado del Segundo 
Circuito y los Tribunales Colegiados, el ahora Primero y el Segundo del Tercer 
Circuito, todos en Materia de Trabajo. 8 de diciembre de 2004. Cinco votos. 
Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Óscar Rodríguez Álvarez. Tesis de 
jurisprudencia 1/2005. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del siete de enero de dos mil cinco. No. Registro: 179,525. 
Jurisprudencia. Materia(s): Laboral. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXI, Enero de 2005. 
Tesis: 2a./J. 1/2005. Página: 563. 
 
OFRECIMIENTO DEL TRABAJO EN LOS MISMOS TÉRMINOS EN QUE SE 
VENÍA DESEMPEÑANDO. PARA CALIFICARLO ES INNECESARIO 
ATENDER A LA FALTA DE PAGO DE PRESTACIONES ACCESORIAS, PUES 
ELLO NO ALTERA LAS CONDICIONES FUNDAMENTALES DE LA 
RELACIÓN, NI IMPLICA MALA FE.  Para calificar el ofrecimiento de trabajo que 
el patrón formula al contestar la demanda, con el propósito de que el trabajador 
regrese a laborar en las mismas condiciones en que prestaba el servicio, deben 
tenerse en cuenta los siguientes elementos, a saber: a) las condiciones 
fundamentales de la relación laboral, como el puesto, salario, jornada u horario; 
b) si esas condiciones afectan o no los derechos del trabajador establecidos en 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Ley Federal del 
Trabajo, o en el contrato individual o colectivo de trabajo, sin que sea relevante 
que el patrón oponga excepciones, siempre que no impliquen la aceptación del 
despido, toda vez que el artículo 878, fracciones II y IV, de la ley mencionada, 
permite al demandado defenderse en juicio; y c) el estudio del ofrecimiento en 
relación con los antecedentes del caso o conducta asumida por el patrón, por 
ejemplo, si al ofrecer el trabajo en un juicio, en otro diverso demanda al 
trabajador la rescisión de la relación laboral que está ofreciendo en aquél, pues 
ello constituye una conducta contraria al recto proceder que, denota falta de 
integridad y mala fe en el ofrecimiento de trabajo; o bien, cuando haya dado de 
baja al empleado actor en el Seguro Social u otra dependencia en la que 
necesariamente deba estar inscrito como consecuencia de la relación laboral, 
porque esto revela que, el patrón oferente carece de voluntad para reintegrar al 
trabajador en las labores que venía desempeñando. Conforme a esos 
elementos, por regla general, cabe calificar el ofrecimiento de trabajo, sin que 
sea necesario atender a otras circunstancias, como la falta de pago de 
prestaciones accesorias, tales como vacaciones, prima vacacional, aguinaldos, 
séptimos días y media hora de descanso, pues el impago de dichas prestaciones 
no altera las condiciones fundamentales de dicha relación, dado que no da lugar 
a considerar, por ejemplo, que el patrón pretenda que el trabajador regrese con 
un salario menor, con una categoría inferior y con una jornada u horario de 
trabajo mayor, ni que el patrón oferente carezca de voluntad para reintegrar al 
trabajador en las labores que venía desempeñando, sino únicamente generan la 
obligación para la Junta de condenar a su cumplimiento o pago proporcional, en 
caso de que no se haya cubierto dentro del juicio, por tratarse de derechos 
adquiridos por el trabajador, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 63, 
64, 69, 76, 80, 81 y 87 de la Ley Federal del Trabajo. Contradicción de tesis 
42/2002-SS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Tercer Circuito, Sexto Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Primer Circuito, Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito, Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito, hoy Primero en la misma materia y circuito,  y  
Tribunal Colegiado del Décimo Tercer Circuito, hoy Primero de dicho circuito. 25 
de octubre de 2002. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: 
Gonzalo Arredondo Jiménez. Tesis de jurisprudencia 125/2002. Aprobada por 
la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del trece de noviembre 
de dos mil dos. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XVI, Diciembre de 2002. Tesis: 
2a./J. 125/2002. Página: 243. 
 
OFRECIMIENTO DEL TRABAJO, ES DE BUENA FE EL QUE SATISFACE 
LOS ELEMENTOS ESENCIALES DE LA RELACIÓN LABORAL. Si se ofreció 
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el trabajo al contestar la demanda, especificándose en ella las condiciones en 
que el actor prestaba sus servicios, y no fueron controvertidos el salario, ni la 
categoría, ni la jornada, tal ofrecimiento se hizo de buena fe, pues precisamente 
las condiciones en que debe prestarse el trabajo consisten en la categoría 
asignada, el salario y la jornada, como elementos esenciales de la relación 
laboral que deben tomarse en cuenta para determinar la buena fe o  mala fe del 
ofrecimiento de trabajo. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 
TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 1096/91. Wilfrido Vázquez 
García. 27 de febrero de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Carolina 
Pichardo Blake. Secretaria: María Marcela Ramírez Cerrillo. Amparo directo 
2062/93. María Guadalupe Bureos Padrón. 1º de abril de 1993. Unanimidad de 
votos. Ponente: J. Refugio Gallegos Baeza. Secretaria: María Eugenia 
Olascuaga García. Amparo directo 6996/94. José Manuel Rivera Corona. 6 de 
octubre de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio Gallegos Baeza. 
Secretaria: María Eugenia Olascuaga García. Amparo directo 11366/94. Iris 
Pérez Galindo. 31 de Enero de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio 
Gallegos Baeza. Secretaria: María Eugenia Oslacuaga García. Amparo directo 
656/95. Max Zyman Harthur. 10 de febrero de 1995. Unanimidad de votos. 
Ponente: Francisco Javier Patiño Pérez. Secretaria: María Eugenia Olascuada 
García. Novena Época. 
 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO; DEBE ESTUDIARSE SI SE ACREDITAN LAS 
CONDICIONES CON QUE SE OFRECE Y NO SIMPLEMENTE 
CONSIDERÁNDOLO DE BUENA FE.  Cuando el patrón al contestar la 
demanda niega el despido y manifiesta que puede presentarse el trabajador a 
laborar, en los términos y condiciones que se detallaron en el cuerpo de su 
escrito, ello implica la posibilidad de tres hipótesis: si la expresión constituye un 
ofrecimiento de reincorporación a las actividades, propiamente dichas; si las 
condiciones transcritas fueron realmente las existentes, en el momento del 
ofrecimiento y si hubo una propuesta real, con coincidencia de prestaciones y 
la buena fe del mismo. Por tanto, la responsable al emitir el laudo reclamado, 
debe estudiar si la categoría, salario y horario con que se ofrece el trabajo 
están acreditados o si por el contrario, deben prevalecer las expresadas por los 
actores, y no simplemente considerar de buena fe el ofrecimiento del 
trabajo. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE 
TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo directo 975/95. Faruk Musa 
Gaseli Yaffar y Eduardo Nava Laborde. 21 de noviembre de 1995. Unanimidad 
de votos. Ponente: Salvador Bravo Gómez. Novena Época. Instancia: PRIMER 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: III, 
Marzo de 1996. Tesis: II.1o.C.T.16 L. Página:   979. 
 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO. EL CONTROVERTIRSE LA DURACIÓN DE 
LA JORNADA, EN BENEFICIO DEL TRABAJADOR. NO IMPLICA MALA FE. 
El hecho de que la parte demandada niegue el despido y a la vez controvierta 
algún hecho de la demanda, como lo es la duración de la jornada legal, 
sosteniendo que el trabajador desempeñaba una menor a la aducida, o sea, la 
jornada legal y, en esos términos, ofrezca el trabajo, no implica mala fe, pues 
una oferta acorde a  las condiciones legales, esto es, dentro de los máximos que 
la Ley Federal del Trabajo establece, es legalmente válida, dado que la 
propuesta de ofrecimiento del trabajo no se califica atendiendo a fórmulas rígidas 
o abstractas, sino de acuerdo a los antecedentes del caso, a la conducta de las 
partes y a todas las circunstancias que permitan concluir de manera prudente y 
racional, si la oferta revela, efectivamente, la intención del patrón de continuar la 
relación laboral, resulta innecesario exigir, para estimar que el ofrecimiento de 
trabajo es de buena fe, que la demandada acredite la duración de la jornada que 
desempeñaba el actor, pues al ofrecer el trabajo con una jornada de duración 
menor, pero dentro de los límites legales, no altera dolosamente las condiciones 
de trabajo, independientemente de que, si durante la secuela del proceso queda 
establecido que el trabajador laboró una jornada mayor de la legal, el tiempo en 
exceso se pague como si se tratara de tiempo extraordinario. Contradicción de 
tesis 44/92. Entre el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito 
y Tercer Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito. 4 de Octubre de 1993. Cinco 
votos, Ponente: Felipe López Contreras. Secretario: Hugo Hernández Ojeda. 
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Tesis de Jurisprudencia 43/93. Aprobada por la Cuarta Sala de este Alto Tribunal 
en sesión privada del ocho de noviembre de mil novecientos noventa y tres, por 
cinco votos de los señores Ministros: Presidente Carlos García Vázquez, Felipe 
López Contreras, Juan Díaz Romero, Ignacio Magaña Cárdenas y José Antonio 
Llanos Duarte. Octava Época. Semanario judicial de la Federación. Tomo XII. 
Noviembre 1993. Pág. 177. Octava Época: GACETA del Semanario Judicial de 
la Federación. Núm. 71. Noviembre 1993. Pág. 22. Apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación 1917-1995. Tomo V. Materia del Trabajo. Tesis 301. 
Pág. 197. 
 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE BUENA FE EL PROPUESTO EN LOS 
MISMOS TÉRMINOS EN QUE SE VENÍA DESARROLLANDO, AUNQUE NO 
SE PRECISEN LAS CONDICIONES DE LA RELACIÓN LABORAL NO 
CONTROVERTIDAS. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación estableció en la jurisprudencia 2a./J. 125/2002, que para calificar de 
buena o mala fe la proposición para continuar la relación laboral, deben tomarse 
en consideración las condiciones fundamentales de ésta, como son el puesto, el 
salario y la jornada u horario de labores, y que será de buena fe cuando se 
advierta clara intención de ello, al no afectar los derechos del trabajador y 
ofrecerse en los mismos o mejores términos de los ya pactados, términos que 
pueden señalarse expresamente o deducirse del contenido del escrito de 
demanda o su contestación. Ahora bien, dicho ofrecimiento no puede 
calificarse por sí solo de mala fe cuando no se hace referencia a condiciones de 
trabajo no controvertidas, pues además de que no se advierte inconformidad del 
trabajador respecto de esos puntos, admitir lo contrario obligaría al patrón a 
probar aspectos no debatidos. Contradicción de tesis 191/2004-SS. Entre las 
sustentadas por el Tribunal Colegiado del Segundo Circuito y los Tribunales 
Colegiados, el ahora Primero y el Segundo del Tercer Circuito, todos en Materia 
de Trabajo. 8 de diciembre de 2004. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. 
Secretario: Óscar Rodríguez Álvarez. Tesis de jurisprudencia 1/2005. 
Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del siete 
de enero de dos mil cinco.  No. Registro: 179,525. Jurisprudencia. Materia(s): 
Laboral. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. XXI, Enero de 2005. Tesis: 2a./J. 1/2005. Página: 
563. 

 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO; DEBE ESTUDIARSE SI SE ACREDITAN LAS 
CONDICIONES CON QUE SE OFRECE Y NO SIMPLEMENTE 
CONSIDERANDOLO DE BUENA FE.  Cuando el patrón al contestar la 
demanda niega el despido y manifiesta que puede presentarse el trabajador a 
laborar, en los términos y condiciones que se detallaron en el cuerpo de su 
escrito, ello implica la posibilidad de tres hipótesis: si la expresión constituye 
un ofrecimiento de reincorporación a las actividades, propiamente dicha; si 
las condiciones transcritas fueron realmente las existentes, en el momento 
del ofrecimiento y si hubo una propuesta real, con coincidencia de 
prestaciones y la buena fe del mismo. Por tanto, la responsable al emitir el 
laudo reclamado, debe estudiar si la categoría, salario y horario con que se 
ofrece el trabajo están acreditados o si por el contrario, deben prevalecer las 
expresadas por los actores, y no simplemente considerar de buena fe el 
ofrecimiento del trabajo. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS 
CIVIL Y DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo directo 975/95. 
Faruk Musa Gaseli Yaffar y Eduardo Nava Laborde. 21 de noviembre de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Bravo Gómez. Novena Época. 
Instancia: PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE 
TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo: III, Marzo de 1996. Tesis: II.1o.C.T.16 L. Página:   
979. 
 
DESPIDO DEL TRABAJADOR, NEGATIVA DEL Y OFRECIMIENTO DEL 
TRABAJO, CUANDO SE CONTROVIERTE EL SALARIO POR EL PATRÓN.  
Si el patrón niega haber despedido al trabajador y ofrece admitirlo 
nuevamente en su puesto, pero controvierte el salario y demuestra que es 
inferior al señalado por el actor, debe entenderse que el ofrecimiento es de 
buena fe porque la reincorporación ofrecida no modifica las condiciones en que 
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lo venía desempeñando hasta antes de la terminación de la relación de trabajo; 
por tanto, si el actor insiste en que hubo despido, se produce el efecto jurídico de 
revertir la carga de la prueba y es a él a quien corresponde demostrar sus 
afirmaciones. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 
Amparo directo 48/88. Felipe Hernández Flores. 15 de marzo de 1988. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge 
Alberto González Álvarez. Amparo directo 358/92. Líneas Unidas del Sureste, 
Puebla, Tepexi, Petlalcingo, Acatlán y Anexas, S.A. de C.V. 10 de septiembre de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José 
Mario Machorro Castillo. Amparo directo 461/93. Textiles Kamel Nacif, S.A. de 
C.V. 29 de septiembre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo 
Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Álvarez. Amparo directo 434/94. 
José Asef Hanan Badry y otro. 26 de octubre de 1994. Unanimidad de votos. 
Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. Secretario: Gonzalo Carrera 
Molina. Amparo directo 135/95. Gustavo Aguayo Chiquito. 5 de abril de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Eugenia Estela Martínez Cardiel. 
Secretario: Enrique Baigts Muñoz. Novena Época. Instancia: SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Tomo: I, Mayo de 1995. Tesis: VI.2o. J/4. Página: 
250. 
 
TRABAJO. ES DE BUENA FE EL OFRECIMIENTO QUE SE HAGA EN LOS 
MISMOS O MEJORES TÉRMINOS EN QUE SE VENÍA DESEMPEÑANDO, 
AUNQUE NO SE MENCIONE QUE SE INCLUIRÁN LOS INCREMENTOS 
SALARIALES. Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 125/2002 de esta Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, diciembre de 
2002, página 243, para calificar de buena o mala fe el ofrecimiento de trabajo 
deben considerarse las condiciones fundamentales en que se venía 
desarrollando, como son el puesto, el salario, la jornada y el horario de labores. 
Por otra parte, de los artículos 82, 83 y 84 de la Ley Federal del Trabajo, se 
deduce que hasta en tanto no existan los incrementos al sueldo, no pueden 
considerarse como parte del salario; en todo caso, si se demuestra su existencia 
y se discute en juicio sobre su aplicación en beneficio del trabajador, la 
determinación que llegue a tomarse es producto del análisis de las pruebas que 
lleven a demostrar la pretensión deducida. Así, el hecho de que el patrón 
ofrezca el trabajo en los mismos o mejores términos y condiciones en que 
se venía prestando, sin hacer referencia a que se incluyen los incrementos 
que hubiese tenido el salario durante el lapso en que no se desempeñó, no 
ocasiona que el ofrecimiento deba calificarse de mala fe, porque no se 
alteran las condiciones fundamentales de la relación laboral conforme a los 
términos en que se venía desarrollando, puesto que tal aumento sucedió 
con posterioridad a la fecha del despido, además de que tampoco 
demuestra que el oferente carezca de voluntad para reintegrar al trabajador 
en sus labores, porque los incrementos salariales son independientes y 
secundarios a los presupuestos que conformaron el vínculo laboral, por lo 
que dicha situación únicamente da lugar a que la Junta laboral respectiva, 
conforme a las pruebas que se ofrezcan para acreditar el extremo que se 
pretende, condene al pago correspondiente, en caso de que dichos 
incrementos sean aplicables al trabajador y si es que no se cubrieron 
durante el juicio. Clave: 2a./J., Núm.: 43/2007. Contradicción de tesis 
11/2007-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Séptimo y 
Noveno, ambos en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 14 de marzo de 2007. 
Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Óscar Palomo 
Carrasco. Tesis de jurisprudencia 43/2007. Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiuno de marzo de dos mil siete. 
Nota: La tesis 2a./J. 125/2002 citada, aparece publicada con el rubro: 
"OFRECIMIENTO DEL TRABAJO EN LOS MISMOS TÉRMINOS EN QUE SE 
VENÍA DESEMPEÑANDO. PARA CALIFICARLO ES INNECESARIO ATENDER 
A LA FALTA DE PAGO DE PRESTACIONES ACCESORIAS, PUES ELLO NO 
ALTERA LAS CONDICIONES FUNDAMENTALES DE LA RELACIÓN, NI 
IMPLICA MALA FE.". Tipo: Jurisprudencia por Contradicción. Temas: Derecho 
del Trabajo y de la Seguridad Social. Derecho Procesal. 
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SALARIOS. PRUEBAS DE SU PAGO.  Corresponde al patrono la obligación de 
probar que han sido cubiertas las prestaciones que establece la ley a favor de los 
trabajadores cuando ha opuesto la excepción de pago, ya que aquél es quien 
tiene en su poder los recibos o documentos que acreditan los pagos efectuados. 
Quinta Época: Tomo LIV, Pág. 2549. Amparo directo 5209/37. Ponce Antonio. 1º. 
De diciembre de 1937. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Xavier Icaza. Tomo LVI, 
Pág. 1791. Amparo directo 540/38. Sarmiento Lino R. 11 de junio de 1938. 
Unanimidad de 4 votos. Tomo LVII, Pág. 2482. Amparo directo 3574/38. Aguirre 
Antonio. 6 de septiembre de 1938. 5 votos. Ponente: H. López Sánchez. Tomo 
LX, Pág. 2315. Amparo directo 1490/39. Rosales José. 24 de junio de 1939. 
Unanimidad de 4 votos. Ponente: Xavier Icaza. Tomo LXI, Pág. 3158. Amparo 
directo 1996/39. Ávila Pedro. 21 de agosto de 1939. Unanimidad de 4 votos. 
Ponente: H. López Sánchez. Séptima Época. Instancia: Cuarta Sala. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación. Tomo: 151-156. Quinta Parte. Página:219. 
Nota (1): La prelación de precedentes ha sido corregida. Nota (2); Esta tesis 
también aparece en:  Apéndice 1917-1954, Cuarta Sala, Jurisprudencia No. 982, 
Pág. 1794. 
 
DESPIDO, NEGATIVA DEL, Y OFRECIMIENTO DEL TRABAJO. REVERSIÓN 
DE LA CARGA DE LA PRUEBA.  El ofrecimiento del trabajo no constituye una 
excepción, pues no tiende a destruir la acción ejercitada, sino que es una 
manifestación que hace el patrón para que la relación de trabajo continúe; por 
tanto, si el trabajador insiste en el hecho del despido injustificado, le corresponde 
demostrar su afirmación, pues el ofrecimiento del trabajo en los mismos términos 
y condiciones produce el efecto jurídico de revertir al trabajador la carga de 
probar el despido. Sexta Época, Quinta Parte: Volumen CVI, página 12. Amparo 
directo 3696/63. Jesús Delgado Robles. 21 de abril de 1966. Cinco votos. 
Ponente: María Cristina Salmorán de Tamayo. Séptima Época, Quinta Parte: 
Volúmenes 127-132, página 22. Amparo directo 4405/78. Julio Alejandro 
Pacheco Quiroz. 19 de julio de 1979. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Juan 
Moisés Calleja García. Volúmenes 145-150, página 27. Amparo directo 680/81. 
Patricia Angélica Hernández Vázquez. 1o. de junio de 1981. Unanimidad de 
cuatro votos. Ponente: María Cristina Salmorán de Tamayo. Volúmenes 169-174, 
página 18. Amparo directo 2653/82. Manuel Martínez Guerrero. 4 de abril de 
1983. Cinco votos. Ponente: David Franco Rodríguez. 
 
OFRECIMIENTO DEL TRABAJO. DEBE HACERSE SABER AL TRABAJADOR 
PARA QUE OPERE LA REVERSIÓN DE LA CARGA DE LA PRUEBA.  Si de 
autos aparece que la empresa demandada en su escrito de contestación ofreció 
al actor la reinstalación al trabajo en los mismos términos y condiciones en que 
éste lo desarrollaba, sin exhibir copia de tal escrito para el efecto de correr 
traslado a este último para que manifestara ante la propia Junta, lo que a su 
derecho e interés conviniera, esto es, si aceptaba o no regresar al trabajo; y tal 
ofrecimiento tampoco lo formuló verbalmente el patrón ante la Junta responsable, 
en ninguna de las fases de conciliación o de demanda y excepciones, es de 
inferir que fue incorrecto que la Junta en el laudo reclamado hubiese determinado 
que la carga de la prueba correspondía al referido trabajador. En efecto, siendo el 
procedimiento laboral predominantemente oral, en términos de lo establecido por 
el artículo 685 de la Ley Federal del Trabajo, era menester que la empresa 
demandada además de expresarlo en su escrito de contestación de demanda, 
ofreciera al trabajador en forma indubitable la indicada reinstalación, solicitando a 
la Junta que lo requiera a fin de que manifestara ante ella, lo que estimara 
pertinente en relación a la reinstalación de que se trata, pues de otra manera 
debe entenderse que no se le hizo saber al trabajador tal ofrecimiento. De ahí, 
que la Junta responsable no tenía ninguna base para determinar que la carga de 
la prueba correspondía al trabajador, máxime que ante la indicada omisión de la 
empresa demandada de no exhibir copia de su escrito de contestación de 
demanda, para que con la misma se le diera vista al quejoso, la Junta 
responsable no la expidió a costa de la multicitada empresa, tal como se lo 
ordena el artículo 878 III de la invocada ley laboral. TERCER TRIBUNAL 
COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 48/88. Miguel Pencatl 
Juárez. 2 de marzo de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Brito 
Velázquez. Secretario: E. Gustavo Núñez Rivera. 
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III.- Previamente al examen de los elementos probatorios aportados por las partes en el 
presente conflicto individual de trabajo, debe examinarse si es procedente la 
EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN opuesta por el apoderado legal de la parte 
demandada denominadas 

, respecto a las prestaciones de trabajo retroactivas a un 
año a partir de la fecha de presentación de la demanda, acorde a las disposiciones del 
artículo 516 de la Ley Federal del trabajo. Hecho lo anterior, de antemano se declara la 
improcedencia de dicha excepción con respecto a las prestaciones consistentes en 
Indemnización Constitucional, Prima de Antigüedad, y Salarios Caídos, toda vez que la 
procedencia sobre las mismas depende de las resultas del juicio principal en cuanto a la 
acción principal, al igual que referente a las prestaciones autónomas consistentes en 
Aguinaldos, Vacaciones y Prima Vacacional, y Horas Extras, toda vez que de la simple 
apreciación y lectura del escrito inicial de demanda, la demandante única y 
exclusivamente reclama con relación a las tres primeras el penúltimo y parte 
proporcional del último año de servicios prestados, y con relación a la última, la parte 
proporcional del último año, es decir que dichas prestaciones se ajustan al término 
prescriptivo que señala el artículo 516 de la ley en comento, por ende resultaría ocioso 
entrar de fondo al estudio de la prescripción en cuanto a éstas últimas prestaciones, 
pues el resultado sería el mismo. Sin que ello implique la procedencia y condena de 
tales prestaciones, así como la existencia del despido que aduce la actora en su 
demanda inicial, acorde a la litis planteada, lo que queda al arbitrio de esta 
Autoridad, previo análisis de la acción reclamada, de la excepción opuesta y de las 
probanzas ofrecidas. Esto último con la finalidad de cuantificar dichas prestaciones de 
manera congruente con la demanda contestación y demás pretensiones deducidas en 
el juicio oportunamente en términos del artículo 842 de la Ley de la Materia. Sirviendo 
de sustento los siguientes criterios jurisprudenciales que a la letra dicen: 
 

EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN, ESTUDIO DE LA. Cuando la parte patronal 
hace valer oportunamente la excepción de prescripción respecto de las 
reclamaciones demandadas por el actor, la responsable se encuentra obligada a 
estudiar y determinar la procedencia o improcedencia de aquella,  antes de 
resolver el fondo de la controversia planteada.  PRIMER TRIBUNAL 
COLEGIADO DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO.  Amparo directo 299/95.  Por 
distinción, S.A. de C. V. 3 de agosto de 1995.  Unanimidad de votos.  Ponente:  
José Refugio Raya Arredondo.  Secretario: Salvador Vázquez Vargas.  Novena 
Época.  Instancia Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito.  
Fuente:  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.  Tomo: III, Marzo de 
1996. Tesis:  XXI.1°. 19L.  Página 937. 
 
PRESCRIPCIÓN, EXCEPCIÓN DE. FECHA QUE DEBE TOMARSE COMO 
BASE PARA EL CÓMPUTO. EN CASO DE CONDENA AL OTORGAMIENTO 
DE PRESTACIONES LABORALES. IV. 5º. 3 L. Opuesta la excepción de 
prescripción en términos del artículo 516 de la Ley Federal del Trabajo, en caso 
de dictarse laudo condenatorio, las prestaciones laborales que deben 
considerarse no prescritas son aquellas cuya exigibilidad se generó durante el 
año anterior a la presentación de la demanda y no las del último año de servicios 
prestados, ya que de acuerdo con el artículo 521 fracción I de la ley laboral, no es 
la ruptura de la relación de trabajo la que determina la interrupción del término 
prescriptivo, sino la interposición de la demanda correspondiente, pues de otra 
manera se modificaría ilegalmente el período de exigibilidad de las prestaciones 
aludidas. QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. Amparo 
directo 37/97, Electra, S. A. De C. V., 16 de mayo de 1997. Unanimidad de votos. 
Ponente: Jesús Humberto Valencia Valencia. Secretario: José Manuel Blanco 
Quihuis. Novena Época: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
VI. Agosto 1997. Administrativo. Pág. 784. 
 
PRESCRIPCIÓN. EXCEPCIÓN LIMITANTE. BASTA QUE SE INVOQUE EL 
ARTICULO 516 PARA QUE SE DECLARE SU PROCEDENCIA. I. 7º. T. J/3. Si 
una de las partes opone la excepción de prescripción respecto de la acción 
principal, ésta debe precisar con toda claridad a partir de qué momento corre el 
término prescriptivo  o en cuál concluye, pero tal obligación no se actualiza 
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cuando la referida excepción se hace valer como un limitante respecto de las 
prestaciones accesorias, por lo que en tal caso, resulta suficiente que se invoque 
el artículo 516 de la Ley Federal del Trabajo, para que se pueda declarar 
operante la misma. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 
TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 3597/93 José Alberto 
Mandujano González. 9 de junio de 1993. Unanimidad  de votos. Ponente: José 
Manuel Hernández Saldaña. Secretaria Beatriz García Martínez. Amparo directo 
4487/93 Agustina Pascual Quintanilla. 29 de junio de 1993.. Unanimidad  de 
votos. Ponente: José Manuel Hernández Saldaña. Secretaria Sofía Verónica 
Ávalos Díaz. Amparo directo 7917/93 Giuseppe Calcaterra. 26 de octubre de 
1993.. Unanimidad  de votos. Ponente: María Yolanda  Múgica García. Secretario 
Casimiro Barrón Torres. Amparo directo 8727/94 Siglo XXI, S. A. De C. V., y 
otras 25 d octubre de 1994. Unanimidad  de votos. Ponente: María Yolanda 
Mújica  García. Secretario Eduardo Sánchez Mercado..Amparo directo 4947/95 
Alfonso Sámano Colín 8 de junio de 1995. Unanimidad  de votos. Ponente: José 
Manuel Hernández Saldaña. Edna Lorena Hernández Granados. Novena Época: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo II. Agosto 1995. 
Tribunales Colegiados de Circuito. Pág. 370. 

 

DESPIDO, NEGATIVA DEL, Y EXCEPCION DE PRESCRIPCION. NO SON 
DEFENSAS CONTRADICTORIAS. No es lógico condenar a una empresa que de 
buena fe ofreció el trabajo en los mismos términos y condiciones en que el 
trabajador lo venía desarrollando, sólo porque en el libelo de contestación opuso 
la excepción de prescripción a la acción de despido injustificado intentada, habida 
cuenta que si el patrón negó haber despedido al trabajador y ofreció admitirlo 
nuevamente en su puesto, en tal caso se establece la presunción de que no fue 
el patrón quien rescindió el contrato de trabajo; por tanto, al no existir separación, 
no existe fecha de referencia que sirva para empezar a contar el término de 
prescripción. Pero si el trabajador insiste en que hubo despido a partir de 
determinada fecha, a él le corresponde la carga de la prueba y la empresa en 
base a la buena fe demostrada, puede oponer ante tal insistencia, entre otros 
medios de defensa, la excepción de prescripción para tales hechos. PRIMER 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo directo 21/90. 
Lorenzo Guzmán García. 27 de febrero de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: 
Raúl Díaz Infante Aranda. Secretario: Jorge Ojeda Velázquez. Octava Época. 
Registro: 225634. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis Aislada. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo V, Segunda Parte-1. 
Materia(s): Laboral. Página: 180. 
 

IV.- Entrando al estudio de las pruebas ofrecidas por las partes, se determina de las aportadas 
por la actora que: LAS CONFESIONALES a cargo de la persona moral 

 por conducto de la 
persona física LIC. 

 quien acredito mediante documentación idónea y fehaciente tener facultades 
para absolver posiciones en su representación, así como también a cargo de los CC. 

 y 

, todos 
sobre hechos propios y que con motivo de sus funciones le son conocidos, NO FAVORECEN a 
su oferente, toda vez que como consta de autos en las audiencias de fechas dieciséis, 
diecisiete de mayo, y treinta de julio de dos mil doce, respectivamente, los absolventes de 
referencia contestaron de manera negativa a todas y cada una de las posiciones que se les 
formulara, previa calificación por parte de esta autoridad, por lo que con sus respuestas no se 
esclarece punto o hecho controvertido alguno; siendo aplicable para mayor sustento legal a lo 
anteriormente expuesto y fundado la siguiente tesis Jurisprudencial que a la letra dice: 
 

PRUEBA CONFESIONAL. INTERPRETACION DE LA RESPUESTA 
NEGATIVA DE LAS POSICIONES.  Como el absolvente de acuerdo con el 
artículo 790, fracción VI de la Ley Federal del Trabajo, al responder las 
posiciones que se le formulen tiene únicamente dos alternativas, negar o afirmar, 
entonces, si opta por lo primero, es inconcuso que se tendrán por negados los 
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hechos cuestionados y a dicha contestación no se le podrá dar otra 
interpretación. TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 
TERCER CIRCUITO. Amparo directo 394/89. Salvador Rodríguez Salazar y otro. 
24 de enero de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro 
Hidalgo. Secretario: Jorge Humberto Benítez Pimienta. Amparo directo 140/91. 
Nacional de Transportes, S.A. de C.V. 25 de septiembre de 1991. Unanimidad de 
votos. Ponente: José de Jesús Rodríguez Martínez. Secretario: José de Jesús 
Murrieta López. Amparo directo 349/91. José Cruz Cortés Luna. 26 de febrero de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. 
Secretario: Eugenio Isidro Gerardo Partida Sánchez. Amparo directo 513/92. 
Manuel Serrano Alvarado. 11 de noviembre de 1992. Unanimidad de votos. 
Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. Secretario: Eugenio Isidro Gerardo 
Partida Sánchez. Amparo directo 363/95. Manuela Ramos Rosales. 17 de enero 
de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Andrés Cruz Martínez. Secretario: 
Miguel Ángel Regalado Zamora. Novena Época. Instancia: TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: III, Febrero de 1996. 
Tesis: III.T. J/7. Página:   340. 

 
LA TESTIMONIAL a cargo de los CC. 

, 

 y 

, FAVORECEN PARCIALMENTE a su 
oferente, es decir, no le favorece para demostrar lo que pretende, toda vez que como 
consta de autos en la audiencia de fecha veinticuatro de mayo de dos mil doce, de fojas 
242 a 246, con relación a la tercer ateste, se le hizo firme el apercibimiento decretado 
en autos, y por lo consiguiente, se le tuvo por DESIERTA la probanza en su perjuicio, 
una y exclusivamente por lo que a dicho ateste se refiere; mas sin embargo, con 
respecto al primero y segundo de los testigos ofrecidos le favorece, para acreditar el 
despido del que aduce fue objeto por parte del patrón demandado, toda vez que como 
consta de autos en la audiencia citada, reúnen los requisitos idóneos como credibilidad, 
idoneidad, veracidad, certidumbre y congruencia, toda vez que aportan los elementos 
necesarios que constituyen las razones fundadas de sus dichos, son precisos en 
declarar como es que les constan las circunstancias de tiempo, modo y lugar de cómo 
llegaron al conocimiento de los hechos sobre los que declaran, es decir, que del dicho 
de los referidos testigos se desprende que percibieron por sus sentidos de manera 
inmediata y directa los hechos que narran, pues revelan cual fue esa manera y forma de 
cómo es que les consta, porque vieron y oyeron a qué horas, en qué lugar, en que 
forma y en qué día fue despedida la hoy demandante, verbigracia que conocen a la C. 

, que la conocieron en la 

, que ésta persona moral se encuentra ubicada en 
la 

 de ésta Ciudad, que conocen a la C. 

 (persona a quien se le atribuye el despido, 
y cuyo cargo no fue controvertido por la parte demandada en su escrito contestatorio 
VER FOJA 163), que ésta última era Presidenta de la CANACINTRA, que les consta 
que el despido sucedió el día ocho de junio de dos mil once, aproximadamente a las 
13:30 horas en la sala de espera del domicilio donde se ubica CANACINTRA que es en 

 de ésta Ciudad, cuando se le acercó la C. 

 en su carácter de Presidenta de la 
CANACINTRA y le dijo que firmara su salida, y se retirara de las oficinas porque estaba 
despedida, más aún de sus atestes se desprende el motivo por el que se encontraban 
en esos momentos en el lugar de los hechos, es decir, el primero porque estaba en las 
oficinas de CANACINTRA esperando turno para que lo recibiera la señorita concepción 
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unos formatos que había requisitado para inscribirse como socio de la CANACINTRA, y 
el segundo, porque estaba en la sala de CANACINTRA para solicitar una afiliación en 
dicha Cámara, mismas que se robustecen con las repreguntas que le formulara el 
apoderado de la parte demandada marcadas con los arábigos 1 y 2 con respecto al 
primer ateste, y arábigo 1 con respecto al segundo ateste. Máxime que la parte 
demandada no demostró mediante alguna otra probanza, que los referidos atestes no 
hayan ingresado a las instalaciones de la persona moral donde se ubica la misma, y 
que por ende, no estuvieran presentes en la hora y fecha del despido aducido por la 
parte actora. Siendo aplicable para mayor sustento legal a lo anteriormente expuesto y 
fundado, las siguientes tesis de Jurisprudencias y Asiladas, que a la letra dicen: 

 
TESTIGO, RAZÓN DE SU DICHO.  Si el testigo no expresa la razón fundada de 
su dicho, ni es convincente su presencia en el lugar de los hechos y tampoco de 
su declaración se desprenden los motivos por los cuales dice conoció los 
sucesos sobre los que rindió testimonio, este resulta ineficaz.  Jurisprudencia 
939, del Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito que se 
comparte, consultable en la página 653, del Tomo V, del apéndice del Semanario 
Judicial de la Federación relativo a los años 1917-1995. 

 
TESTIGO. SU DICHO CARECE DE EFICACIA PROBATORIA, SI NO DA UNA 
EXPLICACIÓN CONVINCENTE DE SU PRESENCIA EN EL LUGAR DE LOS 
HECHOS.  No es suficiente la afirmación de un testigo, en el sentido de que lo 
declarado por él lo sabe y le consta de vista, oídas, por haberse  encontrado 
realizando una actividad en el momento  en que se suscitaron los hechos sobre 
los que declara, si esta  no corresponde a la que se lleva a cabo en ese lugar, por 
lo que es menester que explique convincentemente los motivos o las 
circunstancias específicas por las cuales se encontraba presente en ese sitio, 
para poder entender su presencia en él y, si no lo hace, tal testimonio no produce 
credibilidad. Tesis del Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, que se comparte, visible en la foja 542, del  tomo IV, Segunda parte-1 
Julio a Diciembre de 1989, Octava Época, del Semanario Judicial de la 
Federación, bajo el rubro y texto siguientes: relativo a los años 1917-1995. 
 
TESTIGOS PRESENCIALES, IDONEIDAD DE LOS.-Para la validez de una 
prueba testimonial no solamente se requiere que las declaraciones sobre un 
hecho determinado sean contestadas de manera uniforme por todos los testigos, 
sino que además, el valor de dicha prueba testimonial depende de que los 
testigos sean idóneos para declarar en cuanto esté demostrada la razón 
suficiente por la cual emiten su testimonio, o sea que se justifique la verosimilitud 
de su presencia en donde ocurrieron los hechos. Amparo Directo 3382/82, 
Ferrocarriles Nacionales de México, 13 de octubre de 1981. Unanimidad de 4 
votos. Ponente: María Cristina Salmorán de Tamayo. Secretario: Héctor 
Santacruz Fernández. Tesis de jurisprudencia. Informe 1982. Cuarta Sala, p.23. 
 
TESTIMONIAL. SU APRECIACION EN MATERIA LABORAL.  La Ley Federal 
del Trabajo, en su título catorce, capítulo XII, sección cuarta, relativa a la prueba 
testimonial, en particular los artículos del 813 al 820, establece la reglamentación 
correspondiente a su ofrecimiento, admisión y desahogo, y del análisis conjunto 
de tales preceptos legales se obtienen las diversas características de absoluta 
certidumbre que ha de reunir dicha probanza para que se acrediten los hechos 
de su contenido. Por tanto, para juzgar la credibilidad subjetiva del testigo y la 
credibilidad objetiva de su testimonio, deben examinarse primeramente las 
circunstancias de modo, tiempo y lugar relatadas por los testigos que hagan 
verosímil su presencia en el lugar de los hechos, por virtud de los cuales se 
dieron cuenta de ellos, pues de no darse a conocer las mismas, sus deposados 
no serán fidedignos. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO 
PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 404/96. Jorge Valdez Monroy. 4 de 
septiembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Ceja Villaseñor. 
Secretario: Carlos Hinostrosa Rojas. Novena Epoca. Instancia: SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: IV, Octubre de 1996. Tesis: 
XI.2o.18 L. Página: 631. 
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TESTIGOS, CIRCUNSTANCIAS QUE DEBEN ACREDITAR LOS. EN CASO 
DE DESPIDO. Si los testigos propuestos para acreditar un despido, no 
precisaron las circunstancias de tiempo, lugar y modo en que se llevó a cabo ese 
despido, ello hace que sus declaraciones resulten ineficaces a las pretensiones 
de la parte oferente. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO 
CIRCUITO. Amparo directo 167/89. Yolanda Animas Machuca y otras. 31 de 
mayo de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 
Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. Amparo directo 308/91. Andrés 
Herrera Díaz. 14 de agosto de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Galván Rojas. Secretario: Armando Cortés Galván. Amparo directo 553/91. 
Autotransportes Teziutecos, S.A. de C.V. 22 de enero de 1992. Unanimidad de 
votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González 
Alvarez. Amparo directo 167/92. Fernando Ortiz Pedroza. 29 de abril de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge 
Alberto González Alvarez. Amparo directo 247/92. Gerardo Flores Cuecuecha. 
16 de junio de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 
Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. Época: Octava Época. Registro: 
218881. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Núm. 
55, Julio de 1992. Materia(s): Laboral. Tesis: VI.2o. J/214. Página: 55. 

 
LA DOCUMENTAL consistente en el oficio de Ref: número ******/***´***/***/****, de 
fecha nueve de abril de ***, expedido y signado por el DR. 

 en su carácter de 
Delegado Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social, y dirigido a la Presidenta de 
ésta Junta, con anexo Ref. ***/**** de fecha dos de abril de dos mil doce, expedido por 
la M.EN D. 

 en su carácter de Titular de la Subdelegación Campeche, FAVORECE 
PARCIALMENTE a su oferente, es decir, le favorece para robustecer lo relativo a la 
relación obrero patronal que adujo existió con la persona moral demandada 

, (que por 
cierto no fue controvertido por ésta última), toda vez que de la simple apreciación y 
lectura de dicho documento se desprende en su parte conducente lo siguiente: “. . . .C. 

, N.S.S.: ***********, Patrón: 

, Registro Patronal: ***********, Domicilio: 

, 
Colonia San Francisco de Campeche, Camp. C.P. *****, Movimiento Afiliatorio: 
Ingreso de fecha **/**/**, Salario $******, última Modificación de salario de fecha: 
**/**/****, salario $****** vigente a la Fecha”; de donde se colige que el hoy actor, 
efectivamente laboraba para dicha persona moral, mismo que surte pleno efecto 
jurídico para tener por robustecido el hecho que pretende demostrar la actora y descrito 
con antelación en términos de lo estipulado en los artículos 20, 21 y 134 Fracción III de 
la Ley Federal del Trabajo, teniéndose en consecuencia, a la parte actora por 
aceptando el contenido del documento en cuestión de conformidad con el artículo 794 
de la Ley en cita; más sin embargo, no le favorece, y si por el contrario, con base al 
principio de Adquisición Procesal, le perjudica, toda vez que de la simple apreciación y 
lectura de su contenido se desprende en primer lugar, que su fecha de ingreso es de 
veinte de junio de dos mil siete, cuando la actora falazmente adujo que ingresó el seis 
de abril de dos mil seis; y en segundo lugar, que su último salario diario integrado fue 
de $******, y no como falazmente adujo la actora, percibía un salario diario de $********, 
hechos que coinciden con los que se excepcionó la parte demandada, y que se 
encuentran robustecidos con las documentales ofertadas por ésta última, a saber, 
contrato individual de trabajo, recibos de pagos, y cedula de determinación de cuotas, 
como más adelante se estudiarán y desarrollarán, lo anterior con la finalidad de no ser 
repetitivos sobre una misma determinación, y que por obvia razón se adminicular a la 
presente probanza. En esa tesitura, los hechos concernientes a datos de la trabajadora 
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contenida en el documento en estudio, constituye confesión expresa y espontánea de 
parte interesada, sin necesidad de ser ofrecida como prueba y por tanto, se reitera, 
adquiere plena eficacia demostrativa si no se encuentra desvirtuada por prueba alguna. 
Siendo aplicable para mayor sustento legal a lo anteriormente expuesto y fundado, las 
siguientes tesis Jurisprudenciales y Aisladas, que a la letra dicen:  
 

CONFESIÓN EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL.  Por confesión debe 
entenderse el reconocimiento que una persona hace de un hecho propio que se 
invoca en su contra, y dicha prueba sólo produce efectos en lo que perjudica a 
quien la hace. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 
Octava Época: Amparo directo 486/89. Margarito Miranda Castelán y otro. 25 de 
enero de 1990. Unanimidad de votos. Amparo directo 288/90. Imaginación y 
Construcción Aluminio y Vidrio, S. A. de C. V. 15 de agosto de 1990. Unanimidad 
de votos. Amparo directo 213/91. José Francisco del Fabbro Jiménez y otra. 4 de 
junio de 1991. Unanimidad de votos. Amparo directo 272/91. Textiles La Josefina, 
S. A. de C. V. 9 de julio de 1991. Unanimidad de votos. Amparo directo 394/91. 
José Luis Salazar Esperón. 2 de octubre de 1991. Unanimidad de votos. NOTA:  
Tesis VI.2o.J/163, Gaceta número 48, Pág. 86; Semanario Judicial de la 
Federación, tomo VIII-Diciembre, Pág. 103. Octava Época. Instancia: SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Fuente: Apéndice de 1995. 
Tomo: Tomo V, Parte TCC. Tesis: 642. Página: 431. 
 
CONFESIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL.  La confesión no sólo es aquella 
que se produce al responder afirmativamente a una pregunta de la parte 
contraria, al absolver posiciones  (confesión judicial) sino también la extrajudicial 
que se contiene en la demanda, en la contestación o en cualquier acto del juicio. 
(D-7003/58, Ferrocarriles Nacionales de México, 9 de marzo de 1961.). 

 
DOCUMENTOS PRIVADOS. PUEDEN PERFECCIONARSE, ENTRE OTROS 
MEDIOS, A TRAVÉS DE SU RECONOCIMIENTO EXPRESO O TÁCITO, 
TENIENDO EN AMBOS CASOS LA MISMA EFICACIA PROBATORIA PARA 
DEMOSTRAR LOS EXTREMOS PLANTEADOS (LEGISLACIÓN DEL 
DISTRITO FEDERAL). Del contenido de los artículos 334, 335 y 338 al 344 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, se desprende el 
carácter de pruebas imperfectas de los documentos privados, que pueden ser 
perfeccionados, entre otros medios, a través del reconocimiento expreso del 
autor del documento, o por medio de su reconocimiento tácito derivado de su no 
objeción, teniendo en ambos casos la misma eficacia probatoria para demostrar 
los extremos planteados. Ello es así, porque de conformidad con lo dispuesto en 
el citado artículo 335, los documentos privados presentados en juicio como 
prueba y no objetados por la parte contraria, surtirán sus efectos como si 
hubieran sido reconocidos expresamente, siendo correcto que se les otorgue un 
valor indiciario únicamente cuando no sean reconocidos, expresa o tácitamente, 
ni su autenticidad sea reforzada a través de algún otro medio probatorio de los 
establecidos en la ley, sin que ello atente contra el principio de valoración de las 
pruebas consagrado en el artículo 402 del mencionado código adjetivo, toda vez 
que este precepto únicamente obliga al juzgador a valorar en su conjunto los 
medios de prueba aportados y admitidos, atendiendo a las reglas de la lógica y 
de la experiencia, exponiendo los fundamentos de su valoración y de su decisión, 
por lo que, independientemente de que la prueba documental privada se haya 
perfeccionado a través de su reconocimiento expreso, de su reconocimiento 
tácito derivado de su no objeción, o de algún otro medio probatorio, se valorará 
en conjunto con las demás probanzas, atendiendo a las señaladas reglas, 
exponiendo el juzgador los fundamentos de su valoración y de su decisión. 
Contradicción de tesis 32/94. Entre las sustentadas por el Cuarto y Quinto 
Tribunales Colegiados en Materia Civil del Primer Circuito y por los Tribunales 
Colegiados Primero, Segundo y Tercero del Sexto Circuito (actualmente Primero, 
Segundo y Tercer Tribunales Colegiados en Materia Civil del Sexto Circuito) y el 
Primer Tribunal Colegiado del Séptimo Circuito (actualmente Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito). 13 de 
junio de 2001. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: 
María Elizabeth Acevedo Gaxiola. Tesis de jurisprudencia 86/2001. Aprobada 
por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de quince de agosto de dos 
mil uno, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros: presidente en 
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funciones Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, Juan N. Silva 
Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Época: Novena Época. Registro: 188411. Instancia: Primera 
Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo XIV, Noviembre de 2001. Materia(s): Civil. 
Tesis: 1a./J. 86/2001. Página: 11.  
 
ADQUISICIÓN PROCESAL, PERMITE VALORAR LAS PRUEBAS EN 
CONTRA DE QUIEN LAS OFRECE. Texto: Las pruebas allegadas a juicio a 
través de la patronal, conforme al principio de adquisición procesal, puede 
beneficiar el interés de su contraria, si de las mismas se revelan los hechos que 
pretende probar. TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. Precedentes: Amparo directo 263/98. Teodoro Cañas 
López. 9 de junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Bravo 
Gómez. Secretaria: Lorena Figueroa Mendieta. Amparo directo 898/99. Instituto 
Mexicano del Seguro Social. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de votos. 
Ponente: Alejandro Sosa Ortiz. Secretaria: Leonor Heras Lara. Amparo directo 
747/2000. Sebastián Santín González y otros. 5 de octubre de 2000. Unanimidad 
de votos. Ponente: Salvador Bravo Gómez. Secretario: Willy Earl Vega Ramírez. 
Amparo directo 833/2000. María de los Ángeles Gómez Mateos y otros. 18 de 
enero de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Narváez Barker. 
Secretario: Isaac Gerardo Mora Montero. Amparo directo 480/2001. H. 
Ayuntamiento de Teoloyucan, Estado de México. 31 de agosto de 2001. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Narváez Barker. Secretaria: Leonor 
Heras Lara. Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, 
Tomo V, Materia del Trabajo, página 593, tesis 717, de rubro: "ADQUISICIÓN 
PROCESAL. LAS PRUEBAS DE UNA DE LAS PARTES PUEDEN BENEFICIAR 
A LAS DEMÁS, SEGÚN EL PRINCIPIO DE.". Registro IUS: 188705. 
Localización: Novena Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, Octubre de 2001, p. 825, tesis 
II.T. J/20, jurisprudencia, Laboral. 

 
Y por analogía de razón, la siguiente, solo en lo que en su parte conducente aplica:  
 

CONVENIO DE TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL. LO 
MANIFESTADO EN ÉL TIENE EFICACIA DEMOSTRATIVA COMO 
CONFESIÓN DEL TRABAJADOR, CUANDO ÉSTE LO OFRECIÓ O LO HIZO 
SUYO EN EL JUICIO. La prueba confesional no sólo es aquella que se produce 
al deponer afirmativamente la posición que le articula la contraria, al absolver 
posiciones (confesión judicial), sino también la extrajudicial que se contiene en la 
demanda, en la contestación, en cualquier constancia y en las actuaciones del 
juicio, o bien, la incluida en diverso documento, en términos de lo dispuesto 
por el artículo 794 de la Ley Federal del Trabajo; por tanto, la manifestación 
del trabajador contenida en un convenio de terminación de la relación 
laboral donde el trabajador manifiesta el tiempo efectivamente laborado 
para el patrón, cuando esa prueba es ofrecida por aquél o hecha suya en el 
juicio y admitida así por la Junta responsable, constituye confesión expresa 
o espontánea de parte interesada, sin necesidad de ser ofrecida como 
prueba y adquiere plena eficacia demostrativa si no se encuentra 
desvirtuada por prueba alguna. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. Amparo directo 355/2000. 
Ferrocarriles Nacionales de México. 18 de octubre de 2000. Unanimidad de 
votos. Ponente: José de Jesús Rodríguez Martínez. Secretario: Rubén Tomás 
Alcaraz Valdez. Amparo directo 336/2001. Gerardo Aviña Rivera y José Luis 
Aviña Rivera. 3 de octubre de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo 
David Vázquez Ortiz. Secretario: Antonio Hernández Lozano. Amparo directo 
372/2001. Héctor Javier Ruiz Hernández. 24 de octubre de 2001. Unanimidad de 
votos. Ponente: José de Jesús Rodríguez Martínez. Secretario: Martín Villegas 
Gutiérrez. Amparo directo 43/2002. Ferrocarriles Nacionales de México. 20 de 
marzo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Rosalía Isabel Moreno Ruiz de 
Rivas. Secretaria: Norma Cruz Toribio. Amparo directo 495/2001. Ramón 
Fernández Rubio y coags. 7 de mayo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: 
Julio Ramos Salas. Secretario: Rodrigo Antonio Patiño Motta. Véase: Semanario 
Judicial de la Federación, Sexta Época, Volumen XLV, Quinta Parte, página 16, 
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tesis de rubro: "CONFESIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL.". Nota: Por 
ejecutoria del 11 de febrero de 2015, la Segunda Sala declaró sin materia la 
contradicción de tesis 274/2014 derivada de la denuncia de la que fue objeto el 
criterio contenido en esta tesis, al existir la jurisprudencia 2a./J. 17/2015 (10a.) 
que resuelve el mismo problema jurídico. Época: Novena Época. Registro: 
186626. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
XVI, Julio de 2002. Materia(s): Laboral. Tesis: III.1o.T. J/51. Página: 1087.  

 
LA PERICIAL CALIGRAFICA, GRAFOMETRICA, DOCUMENTOSCOPICA Y 
DACTILOSCOPICA sobre las documentales consistentes en: a).- Contrato laboral por 
tiempo determinado de fecha veinte de junio de dos mil siete, celebrado entre la 
demandada y la hoy actora; b).- 4 fojas de nómina expedida por la 

, Delegación 
Campeche, relativa a las quincenas del uno al quince de enero, del dieciséis al treinta 
de abril, del uno al quince de mayo y del dieciséis al treinta y uno de mayo, todos del 
dos mil once; y c).- 146 hojas que forman el cuaderno de registro de entradas y salidas 
de los trabajadores de la demandada, desde el uno de julio de dos mil diez hasta el 
catorce de junio de dos mil once, en los que aparecen el nombre de la actora y unas 
firmas ilegibles, NO FAVORECEN a su oferente para demostrar que las firmas que 
calzan en los documentos de mérito, no fueron puestas de su puño y letra, toda vez que 
esta probanza se encuentra en total contradicción con la prueba Pericial ofertada por la 
parte demandada, así como robustecida por la pericial rendida por el perito tercero en 
discordia, ambas que se estudiarán y valorarán más adelante, es decir, se encuentran 
desvirtuadas por la demandada quien probó que las firmas que calzan en dichos 
documentos sí fueron puestas del puño y letra de la C. 

. Siendo necesario resaltar ésta 
Autoridad actuante, en primer lugar, que no se entrará al estudio de la Huella dactilar 
que obra en el documento relacionado en el inciso a), toda vez que de su simple 
apreciación y contenido, y como acertadamente lo determinara la perito Tercero en 
Discordia, se encuentra defecto en su impresión que imposibilita realizar cualquier 
estudio y observación comparativa, causando total extrañez como es que el perito de la 
parte actora, sí se adentró al estudio de dicha huella dactilar, cuando del contenido del 
documento referido no se puede apreciar de manera clara la huella de la Actora, lo que 
desde luego, crea para esta autoridad la pericial en estudio, total incertidumbre y falta 
de credibilidad sobre el resultado de dicha pericial, y por ende, se le resta total valor 
convictico; y en segundo lugar, tampoco se entrará al estudio respecto al abuso de 
espacio en blanco determinado en la pericial de mérito, toda vez que la parte actora, por 
conducto de su apoderado jurídico, no lo objetó en ese sentido, sólo objetó de la 
siguiente manera: “. . . por lo que respecta a las pruebas marcadas con los numerales 
3, 6 y 8 del escrito de pruebas de mi contraria me permito objetarlas en cuanto a su 
autenticidad de firma y contenido y huella dactilar ya que la firma y huella que aparece 
en los documentos problema, no pertenecen y/o no proceden de la ejecución de mi 
mandante, es decir, la parte que represento nunca firmó ninguno de los documentos 
que exhibiera la patronal y mucho menos puso huella dactilar. . .”, por tanto, sería 
ocioso entrar a su estudio en cuanto al supuesto abuso de espacio en blanco, pues 
como ya se dijo, no fue objetado en ese sentido. Siendo aplicable para mayor sustento 
legal a lo anteriormente expuesto y fundado las siguientes tesis jurisprudenciales que a 
la letra dicen: 
 

PRUEBA PERICIAL. SU ESTIMACION POR LAS JUNTAS DE CONCILIACION 
Y ARBITRAJE DEBE HACERSE ANALIZANDO TODOS LOS DICTAMENES 
RENDIDOS EN EL JUICIO, EXPRESANDO LAS RAZONES POR LAS CUALES 
LES OTORGAN O NIEGAN VALOR PROBATORIO.  Esta Suprema Corte ha 
sostenido con fundamento en lo dispuesto por el artículo 841 de la Ley Federal 
del Trabajo, que tratándose de la apreciación de la prueba pericial, las Juntas de 
Conciliación y Arbitraje deben expresar en el laudo las razones o motivos que las 
conduzcan a conceder o negar eficacia probatoria a los dictámenes periciales 
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rendidos por las partes o, en su caso, por el tercero en discordia, para cumplir de 
esa manera con la garantía de fundamentación y motivación consagrada en el 
artículo 16 constitucional, según aparece en la tesis jurisprudencial publicada con 
el número mil cuatrocientos ochenta y tres de la Compilación de mil novecientos 
ochenta y ocho, Segunda Parte, bajo el rubro de "PRUEBA PERICIAL. VALOR 
DE LA.", con la cual quedó superada la diversa tesis jurisprudencial que aparece 
publicada con el número mil cuatrocientos setenta y seis de la citada 
Compilación, Segunda Parte, con el título de "PRUEBA PERICIAL, 
APRECIACION DE LA, POR LAS JUNTAS DE CONCILIACION Y ARBITRAJE.", 
en la que se establecía que las Juntas gozaban de una facultad soberana para 
apreciar la prueba pericial; el criterio sostenido en esta última tesis fue 
abandonado luego de que una nueva reflexión sobre el tema condujo a esta Sala 
a estimar que la facultad de aquéllas para apreciar en conciencia dicha probanza 
no las libera del deber de expresar las razones por las cuales conceden o niegan 
eficacia probatoria a los dictámenes rendidos durante el juicio, a fin de que el 
particular afectado por el laudo esté en posibilidad tanto de conocer los motivos y 
fundamentos del laudo, como de cuestionarlos ante el órgano de control 
constitucional, pues aunque las Juntas carecen de los conocimientos técnicos 
propios de la materia sobre la cual versa la pericial, les corresponde examinar si 
las conclusiones alcanzadas por los peritos resultan de un estudio profundo, 
acucioso, lógico y objetivo del problema planteado, por cuanto de ello depende 
que la prueba les merezca confiabilidad y credibilidad. Contradicción de tesis 
19/94. Entre el Tercer y Sexto Tribunales Colegiados en Materia de Trabajo del 
Primer Circuito. 27 de junio de 1994. Cinco votos. Ponente: José Antonio Llanos 
Duarte. Secretario: Daniel Cabello González. Tesis de Jurisprudencia 28/94. 
Aprobada por la Cuarta Sala de este alto Tribunal en sesión privada del ocho de 
agosto de mil novecientos noventa y cuatro, por cinco votos de los señores 
Ministros: Presidente Ignacio Magaña Cárdenas, Felipe López Contreras, Juan 
Díaz Romero, Carlos García Vázquez y José Antonio Llanos Duarte. Octava 
Época. Instancia: Cuarta. Sala. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Tomo: 80, Agosto de 1994. Tesis: 4a./J. 28/94. Página:    25. 
 
PRUEBA PERICIAL. SU VALORACION EN EL JUICIO LABORAL.  El valor 
probatorio de la prueba pericial no se encuentra sujeto a que la contraparte haya 
designado o no perito toda vez que los dictámenes periciales tienen valor 
probatorio por sí mismos, es decir, por sus motivos y fundamentos, y no obstante 
la circunstancia de ser colegiada la prueba pericial en el juicio laboral, ello no 
conlleva a concederle valor probatorio pleno al único dictamen rendido en el 
juicio; toda vez que su valor convictivo sólo puede jurídicamente ser producto de 
los motivos y fundamentos expuestos como apoyo de las conclusiones 
alcanzadas por el perito y que el juzgador se encuentra constreñido a analizar al 
ponderar esa probanza. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO 
CIRCUITO. Amparo directo 632/95. Sociedad Cooperativa de Consumo 
"Ganaderos Organizados de Sonora", S.C.L. 7 de diciembre de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alfonso Cruz Sánchez. Secretario: Jaime Ruiz 
Rubio. Novena Epoca. Instancia: PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL 
QUINTO CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo: III, Junio de 1996. Tesis: V.1o.6 L. Página:   915. 
 
PRUEBA PERICIAL, SU APRECIACIÓN POR LAS JUNTAS DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE.  Los peritos son simples auxiliares o 
colaboradores del juzgador que sirven para ilustrarlo en materias técnicas o 
científicas, y en el sistema de la Ley Federal del Trabajo los dictámenes nunca 
vinculan a las juntas, quienes están en libertad de rechazarlos, si es que no los 
consideran aceptables, o de elegir de entre los que hayan sido rendidos el que 
mejor les parezca. Sin embargo, esa facultad no puede llegar hasta suplir la 
opinión unánime de los peritos, para adoptar una conclusión contraria a la de 
éstos, puesto que para ello sería necesario poseer los suficientes conocimientos 
científicos sobre la materia respectiva, que permitieran contradecir el dictamen de 
los expertos, y es precisamente la carencia de tales conocimientos lo que obliga 
a recurrir a su auxilio; de manera que si, en su caso, los dictámenes periciales 
rendidos han sido coincidentes al asegurar la no existencia del estado de 
invalidez alegado por el actor, la Junta no puede tener por demostrado lo 
contrario a título de estimación en conciencia. La facultad de apreciar en 
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conciencia las pruebas, que la Ley Federal del Trabajo otorga a las juntas de 
Conciliación y Arbitraje, significa que no están obligadas a estimarlas en 
determinado sentido, conforme a reglas abstractamente preestablecidas, pero no 
implica que en los juicios de trabajo la verdad penda por entero del íntimo 
convencimiento de las juntas, al grado de poder tener por cierto un hecho no 
justificado por alguno de los medios de prueba que la Ley autoriza. SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. Amparo directo 144/90. 
Juan Mejorado Sandoval. 25 de abril de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: 
Leandro Fernández Castillo. Secretario: Abraham S. Marcos Valdés. Véase el: 
Informe 1989 Tercera Parte página 721. Octava Época. Instancia: SEGUNDO 
TRIBUNAL.  COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. Fuente: Semanario. 
Judicial de la Federación. Tomo: VII, Enero de 1991. Página: 383.  
 

Y por analogía de razón las siguientes: 
 
COPIAS FOTOSTATICAS. PERFECCIONAMIENTO DE. CUANDO SE 
OBJETAN EN AUTENTICIDAD, CONTENIDO Y FIRMA. En diversas 
ejecutorias, tanto la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como los Tribunales 
Colegiados de Circuito, han sostenido que las documentales exhibidas como 
prueba en un juicio en copia fotostática simple, sin certificar, carecen de valor y 
por ello aun cuando no sean objetadas debe ofrecerse su cotejo o compulsa con 
el original, para que tengan valor; sin embargo, cuando dicho documento fue 
objetado también en cuanto autenticidad de contenido y firma, para perfeccionar 
dicha documental, no basta el simple cotejo del documento, ya que con esto lo 
único que se demuestra es la existencia del original del mismo, pero no la 
autenticidad de su contenido y firma, aspecto hecho valer en la objeción. En tal 
virtud, el oferente de la prueba debe además del cotejo ofrecer el reconocimiento 
de contenido y firma a cargo de los suscriptores, medios de perfeccionamiento 
que la Junta está obligada a admitir, sujetando desde luego el reconocimiento de 
los signantes a que previamente se efectúe el cotejo y quede acreditada la 
existencia del original del documento exhibido en copia fotostática. PRIMER 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO CIRCUITO. Amparo directo 576/92. 
Juana Pimentel García. 10 de agosto de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: 
Leonardo Rodríguez Bastar. Secretaria: María Dolores Olarte Ruvalcaba. Amparo 
directo 850/92. Gumersindo Antonio López. 13 de octubre de 1993. Unanimidad 
de votos. Ponente: Faustino Cervantes León. Secretario: Ruber Alberto 
Rodríguez Mosqueda. Amparo directo 612/92. Tila del Carmen Piedra García y 
otros. 22 de octubre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: José Vargas Ruiz. 
Secretaria: Adelita Méndez Cruz. Amparo directo 91/93. René Zamudio Delgado. 
9 de noviembre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Faustino Cervantes 
León. Secretario: Ruber Alberto Rodríguez Mosqueda. Amparo directo 236/93. 
Petróleos Mexicanos. 18 de enero de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: 
Faustino Cervantes León. Secretario: Ruber Alberto Rodríguez Mosqueda. No. 
Registro: 212,475. Jurisprudencia.  Materia(s): Laboral. Octava Época. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Tomo: 77, Mayo de 1994. Tesis: X.1o. J/19. Página: 85. 
 
COPIAS FOTOSTÁTICAS OBJETADAS. CARGA DE LA PRUEBA. Por regla 
general, corresponde al objetante de un documento demostrar las causas por las 
cuales lo objeta, esto ocurre sólo cuando el mismo es original; pero si se trata de 
una copia fotostática el artículo 798 de la Ley Federal del Trabajo impone al que 
la exhibe la carga de lograr su perfeccionamiento cuando es objetada, debiendo 
señalar éste el lugar en donde se encuentra el original, a fin de efectuar su 
compulsa o cotejo, además de que jurídicamente no sería justificado atribuirle 
esa carga al objetante, puesto que la objeción lleva implícita la negación de la 
existencia del documento del cual se obtuvo la fotocopia y el asignarle a dicho 
objetante la carga de la prueba sería tanto como encomendarle que acreditara un 
hecho negativo. NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 8399/94. María del Pilar Lecumberri 
Romero. 28 de septiembre de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Nilda R. 
Muñoz Vázquez. Secretario: Jorge Villalpando Bravo. Amparo directo 10579/94. 
Arturo García Sobrevilla. 22 de noviembre de 1994. Unanimidad de votos. 
Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: José Morales Contreras. 
Amparo directo 7989/95. Luis Concepción Flores Vega. 23 de agosto de 1995. 
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Unanimidad de votos. Ponente: Nilda R. Muñoz Vázquez. Secretario: José Juan 
Ramos Andrade. Amparo directo 5119/96. Mario Macías Jasso. 23 de mayo de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Nilda R. Muñoz Vázquez. Secretario. José 
Juan Ramos Andrade. Amparo directo 6429/96. Sindicato de Trabajadores 
Petroleros de la República Mexicana. 20 de junio de 1996. Unanimidad de votos. 
Ponente: Nilda R. Muñoz Vázquez. Secretario: José Juan Ramos Andrade. No. 
Registro: 201,594. Jurisprudencia. Materia(s): Laboral. Novena Época. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta. Tomo: IV, Agosto de 1996. Tesis: I.9o.T. J/19. Página: 406. 
 
DOCUMENTOS PRIVADOS. SUS CONSECUENCIAS CUANDO SON 
OBJETADOS. De la interpretación de los artículos 797 y 798 de la Ley Federal 
del Trabajo, se obtiene que si el documento privado consiste en copia simple o 
fotostática, se podrá solicitar por el oferente de la prueba la compulsa o cotejo 
con su original. En cambio, si se trata del original del documento y es objetado en 
cuanto a contenido y firma, incumbe al propio objetante acreditar los hechos 
respectivos mediante la prueba conducente. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO 
EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo en revisión 
261/94. Petróleos Mexicanos. 19 de mayo de 1994. Unanimidad de votos. 
Ponente: Horacio Cardoso Ugarte. Secretaria: Ma. Guadalupe Villegas Gómez. 
Amparo directo 6521/95. Franyia Magdalena Estrada Malacón y otros. 3 de 
agosto de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: María Simona Ramos 
Ruvalcaba. Secretario: Jesús González Ruiz. Amparo directo 3001/98. Martha 
Elena Mercado Vargas. 16 de abril de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: 
Horacio Cardoso Ugarte. Secretaria: Silvia E. Sevilla Serna. Amparo directo 
16261/98. Camilo Enrique Fernández Aguirre. 30 de septiembre de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Rivas Pérez. Secretario: José Luis Ruiz 
Sánchez. Amparo directo 1801/2004. Filiberto Flores Ramírez. 12 de febrero de 
2004. Unanimidad de votos. Ponente: María de Lourdes Juárez Sierra. 
Secretaria: Blanca Estela Torres Caballero. No. Registro: 181,567. 
Jurisprudencia. Materia(s):Laboral. Novena Época. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo: XIX, Mayo de 2004. Tesis: I.1o.T. J/48. Página: 1509. 
 
DOCUMENTOS PRIVADOS, TIENEN VALOR PROBATORIO SI LA PARTE A 
QUIEN SE ATRIBUYEN LOS OBJETA EN SU AUTENTICIDAD Y NO 
DEMUESTRA LA OBJECIÓN.  Los documentos privados que se atribuyen a 
una de las partes conservan eficacia probatoria, aunque hayan sido objetados en 
su autenticidad, si la parte que hizo la objeción no rindió pruebas suficientes para 
acreditar la falsedad de ellos. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 600/93. Guadalupe del 
Pozo González. 2 de febrero de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo 
Calvillo Rangel. Secretario: José Mario Machorro Castillo. Amparo directo 
813/97. Ramón Rojas Burgos. 22 de enero de 1998. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Mario Machorro Castillo, secretario de tribunal autorizado por el 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de 
Magistrado. Secretario: Humberto Schettino Reyna. Amparo directo 36/98. 
Estrada Orduña y Asociados, S.C. 26 de febrero de 1998. Unanimidad de votos. 
Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna. 
Amparo directo 310/98. Laura Ramírez Castillo. 25 de junio de 1998. Unanimidad 
de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcón. Secretario: Enrique Baigts Muñoz. 
Amparo directo 345/2001. María Dolores Alejandra Meléndez Mora, por sí y por 
su representación. 27 de septiembre de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: 
Ma. Elisa Tejada Hernández. Secretario: Enrique Baigts Muñoz. Véase: 
Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 217-228, 
Quinta Parte, página 24, tesis de rubro: "DOCUMENTOS PRIVADOS, TIENEN 
VALOR PROBATORIO SI LA PARTE A QUIEN SE ATRIBUYEN LOS OBJETA 
EN SU AUTENTICIDAD Y NO DEMUESTRA LA OBJECIÓN.". Novena Época. 
Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
SEXTO CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo: XIV, Octubre de 2001. Tesis: VI.2o.C. J/210. Página: 924. 

 
LAS PRESUNCIONES LEGALES Y HUMANAS E INSTRUMENTAL DE 
ACTUACIONES, FAVORECEN a su oferente, es decir, le favorecen para acreditar su 



 

JUNTA LOCAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEL ESTADO DE CAMPECHE 

 

 

22 

 

acción principal de Indemnización Constitucional, toda vez que demostró la existencia 
del Despido Injustificado, y que de acuerdo a la litis planteada le correspondió probar.  
 
De las pruebas ofrecidas por la persona moral demandada 

, se determina lo 
siguiente: LA CONFESIONAL a cargo de la C. 

 en su carácter de actora, NO 
FAVORECE a su oferente para acreditar sus excepciones y defensas, toda vez que 
como consta de autos en la audiencia de fecha veintiuno de mayo de dos mil doce, de 
foja 239, la absolvente de referencia contestó de manera negativa a todas y cada una 
de las posiciones que le fueran formuladas, previa calificación por parte de esta 
autoridad, por lo que con sus respuestas no se esclarece punto o hecho controvertido 
alguno. LA TESTIMONIAL a cargo de los CC. 

, 

 Y 

, NO FAVORECE a su oferente para 
acreditar lo que pretende, toda vez que en primer lugar, esta probanza se encuentra en 
total contradicción con la testimonial ofrecida por la parte actora, previamente estudiada 
y desarrollada; y en segundo lugar, toda vez que como consta de autos en la audiencia 
de fecha veinticinco de mayo de dos mil doce, de fojas 247 a 249; con respecto al 
testigo C. 

, no reúne las características de idoneidad, credibilidad, veracidad, 
certidumbre, uniformidad y congruencia, toda vez que no corrobora lo afirmado por la 
demandada en su escrito de contestación a la demanda inicial de demanda, es decir, es 
incongruente con lo aducido por la demandada, al denotar falsedad en sus 
declaraciones, lo anterior en virtud de que mientras que la parte demandada argumenta 
“que la fecha de ingreso de la actora fue el veinte de junio de dos mil siete, y que fue a 
partir del 9 de junio de dos mil once, que en definitiva dejo de asistir, sin que diera razón 
o justificara su proceder”, el ateste manifiesta en sus respuestas dadas a las preguntas 
marcadas con los arábigos 2, 5 y 7, “que la actora entró a laborar en el año dos mil seis, 
y que el último día que la vio en CANACINTRA fue ocho de junio de dos mil once, que 
todos salimos a comer y ya de ahí no la volví a ver”; de lo que se colige la total 
incongruencia con que se conduce el deponente en estudio, no corroborando lo 
argumentado por la parte demandada en su escrito de contestación a la demanda 
inicial, es decir, que no le constan las circunstancias de los hechos que declaran, es 
decir, que de sus respuestas dadas a las preguntas marcadas con los arábigos 
señalados con antelación, se desprende que no le constan los hechos sobre los que 
declara, pues se refiere que conoció a la trabajadora en una año distinto al que la 
demandada señala ingresó a laborar, y que la última vez que la vio en CANACINTRA 
fue el ocho de junio de dos mil once, en que salieron a comer, y que de ahí ya no la 
volvió a ver, cuando la parte demandada en ningún momento dijo que la actora se 
retirara a la hora en que salía a comer, sino que dio a entender que laboró normalmente 
dentro de su horario y jornada de trabajo (09:00 a 14:00 horas y de 17:00 a 20:00 horas 
de lunes a viernes, y de 09:00 a 14:00 horas los sábados), es decir, hasta en la noche, 
y que al otro día (nueve de junio de dos mil once) dejó de asistir, advirtiéndose que no 
le consta al ateste la fecha en que ingresó la actora, y a partir de qué momento dejo de 
ver a la actora; y por lo que respecta a la testigo C. 

, no reúne las características de 
idoneidad, credibilidad, veracidad, certidumbre, uniformidad y congruencia, toda vez 
que no corrobora lo afirmado por la demandada en su escrito de contestación a la 
demanda inicial de demanda, es decir, es incongruente con lo aducido por la 
demandada, al denotar falsedad en sus declaraciones, lo anterior en virtud de que 
mientras que la parte demandada argumenta “que fue a partir del 9 de junio de dos mil 
once, que en definitiva la actora dejo de asistir, sin que diera razón o justificara su 
proceder”, el ateste manifiesta en sus respuestas dadas a las preguntas marcadas con 
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los arábigos 2, 5 y 7, “que el último día que la vio en CANACINTRA fue ocho de junio de 
dos mil once, cuando firmó su salida aproximadamente a las dos de la tarde”; de lo que 
se colige la total incongruencia con que se conduce el deponente en estudio, no 
corroborando lo argumentado por la parte demandada en su escrito de contestación a 
la demanda inicial, es decir, que no le constan las circunstancias de los hechos que 
declara, es decir, que de sus respuestas dadas a las preguntas marcadas con los 
arábigos señalados con antelación, se desprende que no le constan los hechos sobre 
los que declara, pues se refiere que la última vez que la vio en CANACINTRA fue el 
ocho de junio de dos mil once, cuando firmó su salida aproximadamente a las dos de la 
tarde, y que de ahí ya no la volvió a ver, cuando la parte demandada en ningún 
momento dijo que la actora se retirara a la hora en que salía a comer, sino que dio a 
entender que laboró normalmente dentro de su horario y jornada de trabajo (09:00 a 
14:00 horas y de 17:00 a 20:00 horas de lunes a viernes, y de 09:00 a 14:00 horas los 
sábados), es decir, hasta en la noche, y que al otro día (nueve de junio de dos mil once) 
dejó de asistir, advirtiéndose que no le consta a la ateste a partir de qué momento dejo 
de ver a la actora; máxime, que el tercer testigo carece de credibilidad por no reunir los 
requisitos de testigo único a que alude el artículo 820 fracción I de la Ley Federal del 
Trabajo en Vigor, toda vez que al no ser el único que se percató de los hechos, no 
forma convicción alguna para esta autoridad, evidenciándose tal aserto por el propio 
ofrecimiento de la parte demandante de los otros dos testigos, por lo que no forma 
convicción alguna para esta autoridad, en consecuencia, no se le da valor probatorio 
alguno en términos de lo anteriormente expuesto y fundado. Siendo aplicable para 
mayor sustento legal a lo anteriormente expuesto y fundado las siguientes tesis 
jurisprudenciales que a la letra dicen: 
 

PRUEBA TESTIMONIAL. CARACTERÍSTICAS.- La prueba testimonial ha de 
reunir características de absoluta certidumbre para que por su virtud se acrediten 
los hechos de su contenido. (D-2026/58, Andrés Hernández Ochoa, 7 de 
septiembre de 1959). 
 
TESTIGO, RAZÓN DE SU DICHO. Si el testigo no expresa la razón fundada de 
su dicho, ni es convincente su presencia en el lugar de los hechos y tampoco de 
su declaración se desprenden los motivos por los cuales dice conoció los 
sucesos sobre los que rindió testimonio, este resulta ineficaz.  Jurisprudencia 
939, del Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito que se 
comparte, consultable en la página 653, del Tomo V, del apéndice del Semanario 
Judicial de la Federación relativo a los años 1917-1995. 
 
TESTIGO. SU DICHO CARECE DE EFICACIA PROBATORIA, SI NO DA UNA 
EXPLICACIÓN CONVINCENTE DE SU PRESENCIA EN EL LUGAR DE LOS 
HECHOS.  No es suficiente la afirmación de un testigo, en el sentido de que lo 
declarado por él lo sabe y le consta de vista, oídas, por haberse  encontrado 
realizando una actividad en el momento  en que se suscitaron los hechos sobre 
los que declara, si esta  no corresponde a la que se lleva a cabo en ese lugar, por 
lo que es menester que explique convincentemente los motivos o las 
circunstancias específicas por las cuales se encontraba presente en ese sitio, 
para poder entender su presencia en él y, si no lo hace, tal testimonio no produce 
credibilidad. Tesis del Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, que se comparte, visible en la foja 542, del  tomo IV, Segunda parte-1 
Julio a Diciembre de 1989, Octava Época, del Semanario Judicial de la 
Federación, bajo el rubro y texto siguientes: relativo a los años 1917-1995. 
 
TESTIGOS PRESENCIALES, IDONEIDAD DE LOS.-Para la validez de una 
prueba testimonial no solamente se requiere que las declaraciones sobre un 
hecho determinado sean contestadas de manera uniforme por todos los testigos, 
sino que además, el valor de dicha prueba testimonial depende de que los 
testigos sean idóneos para declarar en cuanto esté demostrada la razón 
suficiente por la cual emiten su testimonio, o sea que se justifique la verosimilitud 
de su presencia en donde ocurrieron los hechos. Amparo Directo 3382/82, 
Ferrocarriles Nacionales de México, 13 de octubre de 1981. Unanimidad de 4 
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votos. Ponente: María Cristina Salmorán de Tamayo. Secretario: Héctor 
Santacruz Fernández. Tesis de jurisprudencia. Informe 1982. Cuarta Sala, p.23. 
 
TESTIMONIAL. SU APRECIACION EN MATERIA LABORAL.  La Ley Federal 
del Trabajo, en su título catorce, capítulo XII, sección cuarta, relativa a la prueba 
testimonial, en particular los artículos del 813 al 820, establece la reglamentación 
correspondiente a su ofrecimiento, admisión y desahogo, y del análisis conjunto 
de tales preceptos legales se obtienen las diversas características de absoluta 
certidumbre que ha de reunir dicha probanza para que se acrediten los hechos 
de su contenido. Por tanto, para juzgar la credibilidad subjetiva del testigo y la 
credibilidad objetiva de su testimonio, deben examinarse primeramente las 
circunstancias de modo, tiempo y lugar relatadas por los testigos que hagan 
verosímil su presencia en el lugar de los hechos, por virtud de los cuales se 
dieron cuenta de ellos, pues de no darse a conocer las mismas, sus deposados 
no serán fidedignos. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO 
PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 404/96. Jorge Valdez Monroy. 4 de 
septiembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Ceja Villaseñor. 
Secretario: Carlos Hinostrosa Rojas. Novena Epoca. Instancia: SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: IV, Octubre de 1996. Tesis: 
XI.2o.18 L. Página: 631. 
 
TESTIMONIAL OFRECIDA EN MATERIA DE TRABAJO PARA ACREDITAR 
EL DESPIDO DE UN TRABAJADOR. SU EFICACIA PROBATORIA. De lo 
dispuesto en los artículos 813, 814 y 815 de la Ley Federal del Trabajo, que 
regulan las formalidades en el ofrecimiento y desahogo de la prueba testimonial, 
se desprende que es indebido negar eficacia probatoria a la prueba testimonial 
ofrecida en el juicio laboral a efecto de demostrar el hecho consistente en el 
despido del trabajador, únicamente porque el actor, en la demanda relativa, al 
narrar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrió el despido, no 
señaló que éste hubiese sido presenciado por alguna persona, puesto que si el 
hecho a probar es el despido mismo, aunque no se hubiese expresado en la 
demanda laboral la presencia de testigos en el momento en que sucedió, tal 
circunstancia no es razón suficiente para que se niegue eficacia probatoria a la 
testimonial, sino que el análisis y valoración de dicha probanza se debe 
adminicular con todas las demás, pues la fracción VIII del artículo 815 de la Ley 
Federal del Trabajo establece que: "Los testigos están obligados a dar razón de 
su dicho, y la Junta deberá solicitarla, respecto de las respuestas que no la lleven 
ya en sí", lo cual significa que los deponentes deben explicitar cómo y por qué les 
constan los hechos a que se refiere su declaración, por lo que de esa razón se 
tendrá que advertir, necesariamente, si el testigo fue presencial o de oídas, así 
como quién le transmitió el conocimiento de los hechos cuando no los hubiera 
presenciado personalmente. Esos datos relevantes, sumados al contenido de los 
atestos y al resultado de las demás pruebas, podrán enervar su valor y alcance 
probatorio, o bien, fortalecer las deposiciones, las cuales, aun de oídas, pueden 
contribuir para formar convicción. Por esos motivos no es lógico ni jurídico que se 
descalifique la prueba testimonial con apoyo en un dato que nada tiene que ver 
con su desahogo ni con su resultado, como es la falta de mención de si en el 
momento del despido hubo o no testigos presenciales, pues bien pudiera suceder 
que el actor no se haya dado cuenta de esa presencia, que habiéndola notado 
omita expresarla, o bien, que no habiendo sido presenciales, los testigos hayan 
sido enterados de los hechos por un tercero. Consecuentemente, serán esas 
circunstancias, y no la simple sospecha de un ofrecimiento amañado, las que, 
con el concurso de los demás datos y pruebas que concurran al proceso de 
convencimiento del juzgador, determinen el valor final de los atestos. 
Precedentes: Contradicción de tesis 31/97. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado del Sexto Circuito. 7 de mayo de 1999. Mayoría de tres votos. 
Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Disidente: Sergio Salvador Aguirre 
Anguiano. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Francisco de Jesús 
Arreola Chávez. Tesis de jurisprudencia 66/99. Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión pública del siete de mayo de mil novecientos 
noventa y nueve. Registro IUS: 193764. Localización: Novena Época, Segunda 
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Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IX, Junio de 1999, 
p. 322, tesis 2a./J. 66/99, jurisprudencia, Laboral.  
 
TESTIGOS, CIRCUNSTANCIAS QUE DEBEN ACREDITAR LOS, EN CASO DE 
DESPIDO. Si los testigos propuestos para acreditar un despido, no precisaron las 
circunstancias de tiempo, lugar y modo en que se llevó a cabo ese despido, ello 
hace que sus declaraciones resulten ineficaces a las pretensiones de la parte 
oferente.  Séptima Época. Volúmenes 193-198, Pág. 41 Amparo directo 4710/73. 
Rubén Orozco Paredes y otros. Cinco votos. Amparo directo 785/73. Armando 
Tello Cachón. 3 de julio de 1973. Unanimidad de cuatro votos. Amparo directo 
2160/82. Omegar Silva Cano. 15 de noviembre de 1982. Unanimidad de cuatro 
votos. Amparo directo 493/82. Carlos Camargo González. 3 de octubre de 1982. 
Unanimidad de cuatro votos. Amparo directo 8139/84. Jesús Castillo Ramírez. 20 
de mayo de 1985. Cinco votos. Cuarta Sala, tesis 1941, Apéndice 1988, Segunda 
Parte, pág. 3126. 
 
PRUEBA TESTIMONIAL. CARECE DE VALOR, SI NO CORROBORA LO 
AFIRMADO POR QUIEN LA OFRECE.- Es indudable que los testimonios 
ofrecidos deben corroborar lo afirmado por la parte que los propone; pues de no 
ser así, en que manifiestamente difieren de lo relatado por su oferente, tal 
probanza resulta ineficaz a los intereses de dicha oferente. TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. Amparo 
directo 758/87. Martin Plasencia Llamas.- 10 de febrero de 1988.- Unanimidad de 
votos.- Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo.- Secretaria: Esperanza 
Guadalupe Farias Flores. Amparo Directo 804/87.- Ramiro Campoy Machuca y 
coagraviado.- 29 de junio de 1988.- Unanimidad de votos.- Ponente: Alfonsina 
Berta Navarro Hidalgo.- Secretaria: Esperanza Guadalupe Farias Flores. Amparo 
Directo 55/89.- María del Rocío Robles Cortés, Landy Mercedes Pérez Fuentes y 
Olivia Padilla Barba.- 9 de mayo de 1989.- Unanimidad de votos.- Ponente: 
Alfonsina Berta Navarro Hidalgo.- Secretaria: Esperanza Guadalupe Farias 
Flores.  Amparo Directo 196/89.- Ricardo de la Torre Mendoza.- 30  de Junio de 
1989.- Unanimidad de votos.- Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo.- 
Secretario: Jorge Humberto Benitez Pimienta. Amparo Directo 41/90.- Francisco 
de la Peña Valdéz.- 7 de marzo de 1990.- Unanimidad de votos.- Ponente: 
Alfonsina Berta Navarro Hidalgo.- Secretario: Jorge Humberto Benitez Pimienta. 
GSJF. No. 28 abril 1990, p. 61.  
 
PRUEBA TESTIMONIAL. CARECE DE VALOR. CUANDO CONTRADICE 
MANIFESTACIONES DEL OFERENTE. VI.2°. 62 L. Cuando consta en el juicio 
laboral la existencia de contradicciones entre las declaraciones de los testigos y 
las manifestaciones rendidas por el oferente de los mismos, es evidente que en 
tal circunstancia los testimonios carecen de valor probatorio.  SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 515/96. 
Ayuntamiento de Huamantla, Tlaxcala. 2 de octubre de 1996. Unanimidad de 
votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna. 
Novena Época: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo IV. 
Noviembre 1996. Tribunales Colegiados de Circuito. Pág. 491. 

 
TESTIGO ÚNICO. REQUISITOS QUE DEBE REUNIR PARA FORMAR 
CONVICCIÓN.- Conforme al artículo 820 de la Ley Federal del Trabajo, un solo 
testigo podrá formar convicción, si en el mismo concurren circunstancias que 
sean garantía de veracidad que lo hagan insospechable de falsear los hechos 
sobre los que declara, y si “I.-Fue el único que se percató de los hechos”. Luego 
entonces, si se ofrecen tres testigos y la prueba se desahoga sólo en cuanto a 
uno de ellos, como no fue el único que se percató del hecho que se pretendía 
probar, su declaración no puede formar convicción por no satisfacer el requisito 
que establece la fracción I del citado artículo. SEGUNDO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO.  Octava 
Época. Amparo directo 1306/86. Mccord García, S.A. 31 de octubre de 1986. 
Unanimidad de votos. Amparo Directo 12/89. Rocío Macías García. 13 de febrero 
de 1989. Unanimidad de votos. Amparo directo 1552/89. Patricia Hernández 
Vargas. 9 de junio de 1989. Unanimidad de votos. Amparo directo 6692/89. 
Asociación Civil de Adquirientes y Residentes del Edificio Presidente Juárez del 
Conjunto Urbano Nonoalco Tlatelolco, A.C. 9 de febrero de 1990. Unanimidad de 
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votos. Amparo directo 8752/89. Alejandro Zaragoza Cázarez. 12 de febrero de 
1990. Unanimidad de votos. Tesis I.2º.T.J/8, Gaceta número 32, Pág. 45; 
Semanario Judicial de la Federación, tomo VI, Segunda Parte-1, Pág. 419. 
 
PRUEBA TESTIMONIAL. TESTIGOS ÚNICOS O SINGULARES, SI EN EL 
JUICIO LABORAL NO FUERON OFRECIDOS COMO TALES SUS 
DECLARACIONES NO SURTEN EFECTOS JURÍDICOS. Si en un juicio laboral, 
el testigo no fue ofrecido como testigo único o singular, su declaración no surte 
efectos jurídicos aun cuando expresa detalladamente los hechos, por no estar 
comprendidos en la hipótesis prevista por la Fracción I del Artículo 820 de la Ley 
Federal del Trabajo que dice: “Un solo testigo podrá formar convicción, si en el 
mismo concurren circunstancias que sean garantías de veracidad que le hagan 
insospechable de falsear los hechos sobre los que declara, si: I. Fue el único que 
se percató de los hechos. . .” TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO 
CIRCUITO.  Octava época: Amparo Directo 544/91.  Francisco Poblano 
González.  21 de Noviembre de 1991.  Unanimidad de Votos.  Amparo Directo 
31/92.  Jesús Nangüelu Magdaleno.  27 de Febrero de 1992.  Unanimidad de 
Votos.  Amparo Directo 146/92.  Rosario Cabrera Lara.  23 de Abril de 1992.  
Unanimidad de Votos.  Amparo Directo 195/92.  Jorge Luis Alfaro Pineda.  7 de 
Mayo de 1992.  Unanimidad de Votos.  Amparo Directo 130/94. Maria Eugenia 
Llona Trejo Kemper. 24 de Marzo de 1994.  Unanimidad de Votos.  Tesis 
XX.J/60, Gaceta No. 77, Página 87; Véase ejecutoria en el Semanario Judicial de 
la Federación, Tomo XIII-Mayo, página 339. 

 

LAS DOCUMENTALES consistentes en impresión de constancia de movimientos 
afiliatorios de la trabajadora por el IMSS, comprobante de pago de cuotas, aportaciones 
y amortizaciones de crédito IMSS-INFONAVIT, y Cedula de determinación de cuota, 
FAVORECE a su oferente para acreditar que el salario diario integrado que percibía la 
actora era por la cantidad de $******, toda vez que de la simple apreciación y lectura del 
contenido del último documento descrito, así se desprende, desvirtuando así el salario 
diario que alega la actora percibía por la cantidad de $********, hecho que se robustece 
tanto con los recibos de pagos correspondientes, ofertados por la parte demandada, 
como se estudiará y valorará más adelantes, ,con la finalidad de no ser repetitivos sobre 
una misma determinación, como con la Documental ofertada por la parte actora 
consistente en el Oficio expedido por el IMSS, previamente estudiado y valorado con 
antelación, y que por obvia razón se adminiculan a la presente probanza, cumpliendo la 
parte patronal con la carga procesal que le corresponde por imperativo de ley, acorde a 
los artículos 784fracción XII y 804 fracción II de la Ley Federal del Trabajo. Siendo 
aplicable para mayor sustento legal, a lo anteriormente expuesto y fundado, la siguen te 
tesis Jurisprudencial, que a la letra dice:  

 

SALARIO, MONTO Y PAGO DEL. PUEDE ACREDITARSE CON 
CUALQUIERA DE LOS MEDIOS PROBATORIOS ESTABLECIDOS EN 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. El artículo 776 de la propia Ley 
dispone que son admisibles en el proceso todos los medios de prueba que 
no sean contrarios a la moral y al derecho; el artículo 804 detalla los 
documentos que el patrón tiene obligación de conservar y exhibir en juicio 
entre los cuales se enumeraron el contrato de trabajo (fracción I), listas de 
raya, nóminas de personal o recibos de pago de salarios (fracción II); y el 
artículo 805, prevé que si el patrón no presenta en el juicio esos 
documentos, se tendrán presuntivamente ciertos los hechos que el actor 
exprese en su demanda en relación con los propios documentos, salvo 
prueba en contrario. De lo anterior se desprende que el patrón, en 
principio, debe acreditar el monto y pago de salarios, con las 
documentales referidas, entre ellas el contrato, pero si no lo hace así, 
puede destruir la presunción generada en su contra, con cualquiera de los 
medios probatorios que la misma Ley establece, dado que los numerales 
invocados no disponen la exclusividad de la prueba documental para la 
demostración de los hechos relativos. Contradicción de tesis 1/95. Entre 
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las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Primer Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y Segundo 
Tribunal Colegiado del Segundo Circuito. 12 de abril de 1996. Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Angelina Hernández Hernández. 
Tesis de jurisprudencia 19/96. Aprobada por la Segunda Sala de este 
alto tribunal, en sesión pública de doce de abril de mil novecientos noventa 
y seis, por unanimidad de cuatro votos de los Ministros: Juan Díaz 
Romero, Mariano Azuela Güitrón, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y 
presidente Genaro David Góngora Pimentel. Ausente: Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano. Época: Novena Época. Registro: 200605. Instancia: 
Segunda Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo III, Mayo de 1996. 
Materia(s): Laboral. Tesis: 2a./J. 19/96. Página: 170.  

 

• LA PERICIAL CALIGRAFICA, GRAFOSCOPICA, GRAFOMETRICA, 
DOCUMENTOSCOPICA Y DACTILOSCOPICA sobre las documentales 
consistentes en: a).- Contrato laboral por tiempo determinado de fecha veinte de 
junio de dos mil siete, celebrado entre la demandada y la hoy actora; b).- 4 fojas 
de nómina expedida por la 

, Delegación Campeche, relativa a las 
quincenas del uno al quince de enero, del dieciséis al treinta de abril, del uno al 
quince de mayo y del dieciséis al treinta y uno de mayo, todos del dos mil once; y 
c).- 146 hojas que forman el cuaderno de registro de entradas y salidas de los 
trabajadores de la demandada, desde el uno de julio de dos mil diez hasta el 
catorce de junio de dos mil once, en los que aparecen el nombre de la actora y 
unas firmas ilegibles. Antes de entrar al estudio y análisis de valoramiento de la 
prueba en estudio, esta Autoridad determina lo siguiente. en primer lugar, que 
no se entrará al estudio de la Huella dactilar que obra en el documento 
relacionado en el inciso a), toda vez que de su simple apreciación y contenido, y 
como acertadamente lo determinara la perito Tercero en Discordia, se encuentra 
defecto en su impresión que imposibilita realizar cualquier estudio y observación 
comparativa, causando total extrañez como es que el perito de la parte actora, sí 
se adentró al estudio de dicha huella dactilar, cuando del contenido del 
documento referido no se puede apreciar de manera clara la huella de la Actora, 
lo que desde luego, crea para esta autoridad la pericial en estudio, total 
incertidumbre y falta de credibilidad sobre el resultado de dicha pericial, y por 
ende, se le resta total valor convictico; y en segundo lugar, tampoco se entrará 
al estudio respecto al abuso de espacio en blanco determinado en la pericial de 
mérito, toda vez que la parte actora, por conducto de su apoderado jurídico, no lo 
objetó en ese sentido, sólo objetó de la siguiente manera: “. . . por lo que 
respecta a las pruebas marcadas con los numerales 3, 6 y 8 del escrito de 
pruebas de mi contraria me permito objetarlas en cuanto a su autenticidad de 
firma y contenido y huella dactilar ya que la firma y huella que aparece en los 
documentos problema, no pertenecen y/o no proceden de la ejecución de mi 
mandante, es decir, la parte que represento nunca firmó ninguno de los 
documentos que exhibiera la patronal y mucho menos puso huella dactilar. . .”, 
por tanto, sería ocioso entrar a su estudio en cuanto al supuesto abuso de 
espacio en blanco, pues como ya se dijo, no fue objetado en ese sentido. Hecho 
lo anterior, en cuanto al valor, FAVORECEN a su oferente para acreditar que el 
nombre y la firma que calzan en dichas documentales fueron puestas del puño y 
letra de la actora C. 

, y por ende la existencia y veracidad de sus 
contenidos y firmas, toda vez que en el dictamen que recayese sobre dicha 
pericial a cargo del LIC. 

 en su carácter de perito en la disciplina de la 
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grafoscopía y Documentoscopía, coincide en su conclusión con el diverso 
peritaje del Tercero en Discordia emitido por la LICDA. 

, perito en 
criminología y criminalística, en el que el primer perito determinó que las firmas 
que obran en los documentos relacionados líneas arriba, no proceden del mismo 
origen gráfico de la C. 

, es decir, que no fueron realizadas de su 
puño y letra, de lo que se colige, como consta del dictamen emitido por el perito 
señalado con antelación, que su valor convictivo es jurídicamente fructuoso, 
dado que precisa los motivos y fundamentos expuestos como apoyo de la 
conclusión alcanzada por dicho perito; toda vez que esta Autoridad al 
constreñirse a su análisis, efectivamente deduce que el perito precisa con 
exactitud los motivos que tuvo para considerar que los documentos y muestras 
de escritura recabadas y que tomo como base de cotejo para tomar muestras de 
las firmas dubitadas con las indubitadas, fueron iguales, existiendo 
compatibilidad de unas con otras; lo que en el presente caso dictaminó mediante 
los estudios practicados con análisis grafoscopicos, aplicando las técnicas y 
método de grafoscopía por comparación de características generales y 
morfológicas, tales como forma escritural, dimensión escritural, dirección 
escritural, rapidez escritural, presión escritural, continuidad escritural, 
ordenamiento escritural, puntos de ataques escriturales, rasgos finales 
escriturales, así como cortes y enlaces escriturales entre los elementos 
escriturales que forman las firmas dubitadas con relación al de las firmas 
indubitadas; y el segundo perito, como Tercero en discordia determinó que las 
firmas corresponden al de la trabajadora, es decir, que fueron realizadas de su 
puño y letra, de lo que se colige, como consta del dictamen emitido por el perito 
señalado con antelación, que su valor convictivo es jurídicamente fructuoso, 
dado que precisa los motivos y fundamentos expuestos como apoyo de la 
conclusión alcanzada por dicho perito; toda vez que esta Autoridad al 
constreñirse a su análisis, efectivamente deduce que el perito precisa con 
exactitud los motivos que tuvo para considerar que los las muestras de escritura 
recabadas y que tomó como base de cotejo para tomar muestras de las firmas 
dubitadas con las indubitadas, fueron iguales, existiendo compatibilidad de unas 
con otras; lo que en el presente caso dictaminó mediante los estudios 
practicados con análisis caligráficos, grafoscopicos y Grafométricos, aplicando el 
método físico-comparativa y la aplicación de la técnica grafoscopía o grafotecnia, 
para confrontar las muestras de comparación, aplicando los métodos analítico-
descriptivos, síntesis y de validez documental consistentes en: observación, 
descripción, selección y juicio valorativo, así como los análisis grafológicos, tales 
como Tamaño promedio, Formac, Dirección, Velcidad, Presión, Letras, Número 
de M.G., Inicios y Finales, empleando el equipo siguiente: Escuadras, 
transportador, cuentahílos, hojas milimétricas, Lentes de distintas dioptrías 
(aumentos), fuentes de luz y filtros, Calibrador milimétrico vernier, Cámara 
fotográfica digital SONY CYBER SHOT, MODELO DSC-H10, de 8.1 megapixeles 
y 10x zoom óptico, Computadora hacer, Intel Pentium inside, Windows 8.1, 
500GB Ram ddr2, 997TB HDD S-ATA, ATI-Radeon HD240 500MB, y Software 
Infarvierw, con las que se llevó a cabo observaciones físico comparativas; todo lo 
anterior se advierte porque del simple contenido y lectura de los dictámenes de 
méritos se asientan porqué razón concuerdan las firmas dubitadas con las 
indubitadas, porqué razón al cotejarlas guardan congruencia, presentan los 
mismos gestos gráficos, y porqué razón las frimas dubitadas presentan 
concordancia de estructuración; razones por las cuales, dichas periciales tienen 
valor probatorio, luego entonces, al haber demostrado la parte demandada todo 
lo anterior, y al haber destruido la objeción de la parte actora, se le da pleno 
alcance y valor probatorio a la prueba en estudio, tomando en consideración que 
quien objeta un documento (actora) de falso tiene la obligación de demostrar tal 
objeción.  
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Y para mayor ilustración, el perito del demandado (C. 

), obtuvo lo siguiente:  
 

PROBLEMA PLANTEADO SUJETO A RESOLVER NO. 1 (CONTRATO 
LABORAL) 

FIRMA DUBITADA NUM. 1 DEL 
PTROTOCOLO DE INVESTIGACIÓN II. 

FIRMAS INDUBITADAS 1, 2 Y 3 DEL 
PROTOCOLO de investigación III. 

FORMA EN GUIRNALDAS EN GUIRNALDAS  

DIMENSIÓN APRETADAS Y 
REGULAR 

APRETADAS T 
REGULAR 

DIRECCIÓN MENOR A LA DERECHA MENOR A LA DERECHA 

RAPIDEZ RAPIDA RAPIDA 

PRESIÓN REGULAR REGULAR 

CONTINUIDAD CONTINUA CONTINUA 

ORDENAMIENTO CALIGRAFIA REGULAR CALIFRAFIA REGULAR 

PUNTOS DE ATAQUES GRUESOS GRUESOS 

RASGOS FINALES DELGADOS DELGADOS 

CORTES Y ENLACES YUXTAPUESTOS YUXTAPUESTOS 

 

PROBLEMA PLANTEADO SUJETO A RESOLVER NO. 3 (NOMINAS DE PAGO) 

FIRMA DUBITADAS NUM. 3 DEL 
PTROTOCOLO DE INVESTIGACIÓN II. 

FIRMAS INDUBITADAS NY. 1, 2 Y 3 
DEL PROTOCOLO III. 

FORMA EN GUIRNALDAS EN GUIRNALDAS  

DIMENSIÓN APRETADAS Y 
REGULAR 

APRETADAS T 
REGULAR 

DIRECCIÓN POCO A LA DERECHA POCO A LA DERECHA 

RAPIDEZ RAPIDA RAPIDA 

PRESIÓN REGULAR REGUAR 

CONTINUIDAD CONTINUO CONTINUO 

ORDENAMIENTO CALIGRAFIA REGULAR CALIFRAFIA REGULAR 

PUNTOS DE ATAQUES GRUESOS GRUESOS 

RASGOS FINALES DELGADOS DELGADOS 

CORTES Y ENLACES YUXTAPUESTOS YUXTAPUESTOS 

 

PROBLEMA PLANTEADO SUJETO A RESOLVER NO. 4 (Listas de entadas y 
salidas) 

FIRMA DUBITADA NUM. 4 DEL 
PTROTOCOLO DE INVESTIGACIÓN II. 

FIRMAS INDUBITADAS 1, 2 Y 3 DEL 
PROTOCOLO III. 

FORMA EN GUIRNALDAS EN GUIRNALDAS  

DIMENSIÓN APRETADAS Y 
REGULAR 

APRETADAS Y 
REGULAR 

DIRECCIÓN MENOR A LA DERECHA MENOR A LA DERECHA 

RAPIDEZ RAPIDA RAPIDA 

PRESIÓN REGULAR REGUAR 

CONTINUIDAD CONTINUA CONTINUA 

ORDENAMIENTO CALIGRAFIA REGULAR CALIGRAFIA REGULAR 

PUNTOS DE ATAQUES GRUESOS GRUESOS 

RASGOS FINALES DELGADOS DELGADOS 

CORTES Y ENLACES YUXTAPUESTOS YUXTAPUESTOS 

 
Y para mayor ilustración, el perito Tercero en Discordia (LIC. 

), obtuvo lo siguiente:  
 

ANÁLISIS GRAFOLÓGICO DE LA FIRMA/MODELO AUTÉNTICO 

UBICACIÓN ZONA CENTRO 

TAMAÑO PROMEDIO GRANDE 
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FORMA PREDOMINIO FORMAS CURVAS 

DIRECCIÓN HORIZONTAL LIGERAMENTE 
INCLINACIÓN IZQUIERDA 

VELOCIDAD MEDIA 

PRESIÓN INTERMEDIA  

LETRAS “H” EN ALGUNAS 

NÚMERO DE M.G. 3 

INICIOS EN BOTON 

FINALES ACERADOS 

 

ANÁLISIS GRAFOLÓGICO DE LA FIRMAS CUESTIONADAS/CONTRATO 
LABORAL 

UBICACIÓN ZONA CENTRO 

TAMAÑO PROMEDIO GRANDE 

FORMA PREDOMINIO FORMAS CURVAS 

DIRECCIÓN HORIZONTAL LIGERAMENTE 
INCLINACIÓN IZQUIERDA 

VELOCIDAD MEDIA 

PRESIÓN INTERMEDIA  

LETRAS “H” EN ALGUNAS 

NÚMERO DE M.G. 3 

INICIOS EN BOTON 

FINALES ACERADOS 

 

ANÁLISIS GRAFOLÓGICO DE LA FIRMAS CUESTIONADAS/RECIBOS DE 
NOMINA Y CUADERNO DE REGISTRO DE ENTRADAS Y SALIDAS 

UBICACIÓN ZONA CENTRO 

TAMAÑO PROMEDIO GRANDE 

FORMA PREDOMINIO FORMAS CURVAS 

DIRECCIÓN HORIZONTAL LIGERAMENTE 
INCLINACIÓN IZQUIERDA 

VELOCIDAD MEDIA 

PRESIÓN INTERMEDIA  

LETRAS NO PRESENTES 

NÚMERO DE M.G. 1 (PARTE DE LA FIRMA) O FIRMA 
INCOMPLETA 

INICIOS EN BOTON 

FINALES ACERADOS 

 
Siendo aplicable para mayor sustento legal a lo anteriormente expuesto y fundado las 
siguientes tesis Jurisprudenciales y Aisladas, que a la letra dicen:  
 

PRUEBA PERICIAL. SU ESTIMACION POR LAS JUNTAS DE CONCILIACION 
Y ARBITRAJE DEBE HACERSE ANALIZANDO TODOS LOS DICTAMENES 
RENDIDOS EN EL JUICIO, EXPRESANDO LAS RAZONES POR LAS CUALES 
LES OTORGAN O NIEGAN VALOR PROBATORIO.  Esta Suprema Corte ha 
sostenido con fundamento en lo dispuesto por el artículo 841 de la Ley Federal 
del Trabajo, que tratándose de la apreciación de la prueba pericial, las Juntas de 
Conciliación y Arbitraje deben expresar en el laudo las razones o motivos que las 
conduzcan a conceder o negar eficacia probatoria a los dictámenes periciales 
rendidos por las partes o, en su caso, por el tercero en discordia, para cumplir de 
esa manera con la garantía de fundamentación y motivación consagrada en el 
artículo 16 constitucional, según aparece en la tesis jurisprudencial publicada con 
el número mil cuatrocientos ochenta y tres de la Compilación de mil novecientos 
ochenta y ocho, Segunda Parte, bajo el rubro de "PRUEBA PERICIAL. VALOR 
DE LA.", con la cual quedó superada la diversa tesis jurisprudencial que aparece 
publicada con el número mil cuatrocientos setenta y seis de la citada 
Compilación, Segunda Parte, con el título de "PRUEBA PERICIAL, 
APRECIACION DE LA, POR LAS JUNTAS DE CONCILIACION Y ARBITRAJE.", 
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en la que se establecía que las Juntas gozaban de una facultad soberana para 
apreciar la prueba pericial; el criterio sostenido en esta última tesis fue 
abandonado luego de que una nueva reflexión sobre el tema condujo a esta Sala 
a estimar que la facultad de aquéllas para apreciar en conciencia dicha probanza 
no las libera del deber de expresar las razones por las cuales conceden o niegan 
eficacia probatoria a los dictámenes rendidos durante el juicio, a fin de que el 
particular afectado por el laudo esté en posibilidad tanto de conocer los motivos y 
fundamentos del laudo, como de cuestionarlos ante el órgano de control 
constitucional, pues aunque las Juntas carecen de los conocimientos técnicos 
propios de la materia sobre la cual versa la pericial, les corresponde examinar si 
las conclusiones alcanzadas por los peritos resultan de un estudio profundo, 
acucioso, lógico y objetivo del problema planteado, por cuanto de ello depende 
que la prueba les merezca confiabilidad y credibilidad. Contradicción de tesis 
19/94. Entre el Tercer y Sexto Tribunales Colegiados en Materia de Trabajo del 
Primer Circuito. 27 de junio de 1994. Cinco votos. Ponente: José Antonio Llanos 
Duarte. Secretario: Daniel Cabello González. Tesis de Jurisprudencia 28/94. 
Aprobada por la Cuarta Sala de este alto Tribunal en sesión privada del ocho de 
agosto de mil novecientos noventa y cuatro, por cinco votos de los señores 
Ministros: Presidente Ignacio Magaña Cárdenas, Felipe López Contreras, Juan 
Díaz Romero, Carlos García Vázquez y José Antonio Llanos Duarte. Octava 
Época. Instancia: Cuarta. Sala. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Tomo: 80, Agosto de 1994. Tesis: 4a./J. 28/94. Página: 25. 
 
PRUEBA PERICIAL. SU VALORACION EN EL JUICIO LABORAL.  El valor 
probatorio de la prueba pericial no se encuentra sujeto a que la contraparte haya 
designado o no perito toda vez que los dictámenes periciales tienen valor 
probatorio por sí mismos, es decir, por sus motivos y fundamentos, y no obstante 
la circunstancia de ser colegiada la prueba pericial en el juicio laboral, ello no 
conlleva a concederle valor probatorio pleno al único dictamen rendido en el 
juicio; toda vez que su valor convictivo sólo puede jurídicamente ser producto de 
los motivos y fundamentos expuestos como apoyo de las conclusiones 
alcanzadas por el perito y que el juzgador se encuentra constreñido a analizar al 
ponderar esa probanza. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO 
CIRCUITO. Amparo directo 632/95. Sociedad Cooperativa de Consumo 
"Ganaderos Organizados de Sonora", S.C.L. 7 de diciembre de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alfonso Cruz Sánchez. Secretario: Jaime Ruiz 
Rubio. Novena Epoca. Instancia: PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL 
QUINTO CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo: III, Junio de 1996. Tesis: V.1o.6 L. Página:   915. 
 
PRUEBA PERICIAL, SU APRECIACIÓN POR LAS JUNTAS DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE.  Los peritos son simples auxiliares o 
colaboradores del juzgador que sirven para ilustrarlo en materias técnicas o 
científicas, y en el sistema de la Ley Federal del Trabajo los dictámenes nunca 
vinculan a las juntas, quienes están en libertad de rechazarlos, si es que no los 
consideran aceptables, o de elegir de entre los que hayan sido rendidos el que 
mejor les parezca. Sin embargo, esa facultad no puede llegar hasta suplir la 
opinión unánime de los peritos, para adoptar una conclusión contraria a la de 
éstos, puesto que para ello sería necesario poseer los suficientes conocimientos 
científicos sobre la materia respectiva, que permitieran contradecir el dictamen de 
los expertos, y es precisamente la carencia de tales conocimientos lo que obliga 
a recurrir a su auxilio; de manera que si, en su caso, los dictámenes periciales 
rendidos han sido coincidentes al asegurar la no existencia del estado de 
invalidez alegado por el actor, la Junta no puede tener por demostrado lo 
contrario a título de estimación en conciencia. La facultad de apreciar en 
conciencia las pruebas, que la Ley Federal del Trabajo otorga a las juntas de 
Conciliación y Arbitraje, significa que no están obligadas a estimarlas en 
determinado sentido, conforme a reglas abstractamente preestablecidas, pero no 
implica que en los juicios de trabajo la verdad penda por entero del íntimo 
convencimiento de las juntas, al grado de poder tener por cierto un hecho no 
justificado por alguno de los medios de prueba que la Ley autoriza. SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. Amparo directo 144/90. 
Juan Mejorado Sandoval. 25 de abril de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: 
Leandro Fernández Castillo. Secretario: Abraham S. Marcos Valdés. Véase el: 
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Informe 1989 Tercera Parte página 721. Octava Época. Instancia: SEGUNDO 
TRIBUNAL.  COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. Fuente: Semanario. 
Judicial de la Federación. Tomo: VII, Enero de 1991. Página: 383. 
 
PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO LABORAL. EL PERITO TERCERO EN 
DISCORDIA DEBE RENDIR SU DICTAMEN SUJETÁNDOSE AL 
CUESTIONARIO FORMULADO POR EL OFERENTE DE LA PRUEBA.  Los 
artículos 821 al 826 de la Ley Federal del Trabajo, regulan el ofrecimiento y 
desahogo de la prueba pericial, estableciendo al efecto, que: a) dicho medio de 
convicción versará sobre cuestiones relativas a alguna ciencia, técnica o arte, en 
la que deberán tener conocimiento los peritos propuestos por las partes, quienes 
además estarán obligados a acreditar que se encuentran autorizados conforme a 
la ley, en el caso de que la profesión o el arte de que se trate estuvieren 
legalmente reglamentados; b) deberá ofrecerse indicando la materia sobre la que 
debe versar, exhibiendo el cuestionario respectivo con copia para cada una de 
las partes; c) éstas deberán presentar personalmente a su perito el día de la 
audiencia, salvo en el caso de que el perito correspondiente al trabajador lo 
hubiere nombrado la Junta; d) los peritos protestarán desempeñar su cargo con 
arreglo a la ley e inmediatamente después rendirán su dictamen, excepto en el 
caso de que por causa justificada soliciten se señale nueva fecha para rendirlo; 
e) la prueba se desahogará con el perito que concurra, a no ser que por causa 
justificada se haya solicitado nueva fecha, pues en tal evento, la Junta deberá 
señalarla dictando las medidas necesarias para que comparezca el perito; f) las 
partes y los miembros de la Junta podrán hacer a los peritos las preguntas que 
estimen convenientes y, g) en caso de existir discrepancia en los dictámenes, la 
Junta designará un perito tercero en discordia. Lo anterior permite concluir, que 
aun cuando la designación de dicho perito tercero se hace en la última fase del 
desahogo de la prueba pericial, pues supone el desacuerdo en los dictámenes de 
los peritos designados por las partes, ello no significa que no les sean aplicables 
las reglas establecidas en los preceptos invocados, ya que no existe motivo para 
establecer que estén sujetos a un régimen procesal distinto; por tanto, el 
dictamen del perito tercero en discordia necesariamente debe versar sobre la 
misma materia respecto de la cual dictaminaron los peritos nombrados por las 
partes y, por ende, sujetarse al cuestionario formulado por el oferente de la 
prueba, en razón de que todo perito, ya sea designado por las partes o por la 
Junta, está obligado a emitir su dictamen conforme a las prescripciones legales. 
Contradicción de tesis 57/99. Entre las sustentadas por el Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito. 31 de marzo del año 2000. 
Cinco votos. Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán. Secretaria: Martha 
Yolanda García Verduzco. Tesis de jurisprudencia 36/2000. Aprobada por la 
Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del siete de abril del año 
dos mil. Novena Epoca. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Tomo: XI, Abril de 2000. Tesis: 2a./J. 36/2000. 
Página: 163. 

 

LAS DOCUMENTALES consistentes en: a).- Contrato laboral por tiempo determinado 
de fecha veinte de junio de dos mil siete, celebrado entre la demandada y la hoy actora; 
b).- 4 fojas de nómina expedida por la 

, Delegación Campeche, relativa a las 
quincenas del uno al quince de enero, del dieciséis al treinta de abril, del uno al quince 
de mayo y del dieciséis al treinta y uno de mayo, todos del dos mil once; y c).- 146 
hojas que forman el cuaderno de registro de entradas y salidas de los trabajadores de la 
demandada, desde el uno de julio de dos mil diez hasta el catorce de junio de dos mil 
once, en los que aparecen el nombre de la actora y unas firmas ilegibles. - - - - - - - - - - -  
1.- con relación al documento relacionado en el inciso a), FAVORECE PARCIALMENTE 
a su oferente, es decir, le favorece para demostrar la antigüedad del trabajador, a saber 
que su fecha de ingreso es el veinte de junio de dos mil siete, lo que sí es idóneo 
probar con esta documental, hecho que se robustece con la documental ofertada por la 
parte actora consistente en el Oficio expedido por el INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL (IMSS), previamente estudiadas y valoradas, y que por obvia razón 
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se adminiculan a la presente probanza; mas sin embargo, no le favorece para 
demostrar la jornada de trabajo y Salario con que se excepciona, en virtud que el 
contrato individual de trabajo no es el medio idóneo para acreditar lo anterior, toda vez 
que de acuerdo a una recta y sana interpretación de los artículos 784 y 804, los 
documentos idóneos y fehacientes para tal fin serían los recibos de pagos de salario 
(los cuales se estudiaron a continuación), listas de raya o nómina de personal y 
controles de asistencia (los cuales se estudiarán de igual forma a continuación). 
Máxime que el actor objeta dicho documento en cuanto a su autenticidad de contenido 
y firma, al no reconocer el contenido y firma que obra al calce del mismo, y no acredita 
esa objeción, toda vez que de autos consta lo contrario mediante la pericial ofrecida por 
la parte demandada y la del Tercero en Discordia, y por consiguiente se le tiene a dicha 
actora por aceptando el contenido y firma, que obra en dicho contrato, dándole a éste el 
alcance y valor probatorio en términos de lo anteriormente expuesto y fundado y de 
conformidad con lo estipulado en el artículo 794 de la Ley de la materia, y que por obvia 
razón se adminiculan las periciales en estudio. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
2.- con relación a los recibos relacionados en el inciso b), FAVORECE, para acreditar lo 
siguiente: I.- Que la trabajadora percibía un salario diario ordinario de $******, II.- Que la 
trabajadora percibía un salario diario integrado de $161.17, III.- Que su salario le era 
pagadero de manera quincenal, lo anterior así toda vez que de la simple apreciación y 
lectura de sus contenidos así se desprende, hecho respecto al salario diario integrado 
que se robustece tanto con la documental ofertada por la parte actora consistente en el 
Oficio expedido por el INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS), como 
con las documentales ofertadas por la parte patronal consistentes en impresión de 
constancia de movimientos afiliatorios de la trabajadora por el IMSS, comprobante de 
pago de cuotas, aportaciones y amortizaciones de crédito IMSS-INFONAVIT, y Cedula 
de determinación de cuota, previamente estudiadas y valoradas, y que por obvia razón 
se adminiculan a la presente probanza. Máxime que el actor objeta dichos documentos 
en cuanto a su autenticidad de contenido y firma, al no reconocer el contenido y firmas 
que obran en los mismos, y no acredita esa objeción, toda vez que de autos consta lo 
contrario mediante la pericial ofrecida por la parte demandada y la del Tercero en 
Discordia, y por consiguiente se le tiene a dicha actora por aceptando el contenido y 
firmas, que obran en dichos recibos, dándole a éstos pleno alcance y valor probatorio 
en términos de lo anteriormente expuesto y fundado y de conformidad con lo estipulado 
en el artículo 794 de la Ley de la materia, y que por obvia razón se adminiculan las 
periciales en estudio. Cumpliendo la patronal con la carga procesal que establecen los 
artículos 784 y 804 de la Ley Federal del Trabajo. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
y, 3.- Con relación a las listas relacionadas en el inciso c), FAVORECE a su oferente 
para demostrar lo siguiente: a).- Que la actora tenía una jornada comprendida de las 
09:00 a las 14:00 horas y de las 17:00 a las 20:00 horas, de lunes a viernes, y de 09:00 
a 14:00 horas los sábados de cada semana, descansando los domingos, es decir, que 
realmente el actor tenía una jornada legal, así como que su jornada y horario no era 
ininterrumpido como falazmente la actora pretende hace creer a ésta Autoridad, por 
consecuencia, la inexistencia de las Horas Extras que reclama en su libelo de demanda; 
y b).- Que no laboró los séptimos días. Toda vez que, de la simple apreciación y lectura 
de sus contenidos, así se desprende. Días especificados en los documentos en estudio 
que se corroboran y que encuadran con los del Calendario Oficial respecto a los años 
dos mil diez y dos mil once. Máxime que la parte actora objeta dichos documentos en 
cuanto a su autenticidad de contenido y firma, al no reconocer el contenido y las firmas, 
que obran en los mismos, y no acredita esa objeción, toda vez que de autos consta lo 
contario mediante las periciales ofrecidas por la parte demandada, y la del Tercero en 
Discordia, y por consiguiente se le tiene a dicha actora por aceptando el contenido y 
firmas, que obran en dichas documentales, dándole a éstos pleno alcance y valor 
probatorio en términos de lo anteriormente expuesto y fundado y de conformidad con lo 
estipulado en el artículo 794 de la Ley de la materia, y que por obvia razón se 
adminicula a la prueba pericial ofertada por la parte demandada la pericial del Tercero 
en Discordia, previamente estudiadas. Cumpliendo la patronal con la carga procesal 
que establecen los artículos 784 y 804 de la Ley Federal del Trabajo. - - - - - - - - - - - - - - 
Siendo aplicable para mayor sustento legal a lo anteriormente expuesto y fundado las 
siguientes tesis jurisprudenciales que a la letra dicen: 
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CARGA DE LA PRUEBA EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. SUS 
CARACTERÍSTICAS.  Del análisis sistemático de lo dispuesto en los artículos 
784, 804 y 805 de la Ley Federal del Trabajo, se desprende que la carga de la 
prueba en materia laboral tiene características propias, toda vez que su objeto es 
garantizar la igualdad procesal del trabajador frente al patrón en el juicio, para lo 
cual se impone a los empleadores, en mayor medida, la obligación de acreditar 
los hechos en litigio, para eximir al trabajador de probar los que son base de su 
acción en aquellos casos en los cuales, por otros medios, a juicio del tribunal, se 
puede llegar al conocimiento de tales hechos. Lo anterior se traduce en que, la 
carga de la prueba corresponde a la parte que, de acuerdo con las leyes 
aplicables, tiene la obligación de conservar determinados documentos 
vinculados con las condiciones de la relación laboral, tales como antigüedad del 
empleado, duración de la jornada de trabajo, monto y pago del salario, entre 
otros, con el apercibimiento de que de no presentarlos se presumirán ciertos los 
hechos alegados por el trabajador; además, la obligación de aportar probanzas 
no sólo corresponde al patrón, sino a cualquier autoridad o persona ajena al 
juicio laboral que tenga en su poder documentos relacionados con los hechos 
controvertidos que puedan contribuir a esclarecerlos, según lo dispone el artículo 
783 de la ley invocada. Amparo directo en revisión 1800/2001. Refugio Solís 
Pantoja. 8 de marzo de 2002. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José 
Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Secretario: Alberto Miguel Ruiz Matías. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XV, Mayo de 
2002. Tesis: 2a. LX/2002. Página:   300. 
 
PRUEBA, CARGA  DE LA. CORRESPONDE INVARIABLEMENTE AL 
PATRÓN EN LOS CASOS DEL ARTÍCULO 784 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO. De las disposiciones contenidas en el Artículo 784 de la Ley Federal 
del Trabajo, se entiende que, cuando se suscite discusión de juicio sobre las 
circunstancias y las prestaciones que ese precepto enuncia, entonces 
corresponde invariablemente al patrón acreditar lo concerniente a las mismas, 
mediante la presentación de los documentos relativos, los cuales inclusive tiene 
obligación de conservar y exhibir por imperativo del diverso artículo 804 de la 
propia ley; Sin que sea necesario que la Junta que conozca de la controversia lo 
requiera para que los aporte, con el apercibimiento que de no hacerlo se 
presumirán ciertos los hechos alegados por el trabajador, de acuerdo con la 
primera parte del Artículo primeramente citado, pues, atendiendo a los términos 
en que esta redactado ese precepto, ha de entenderse que la Junta debe hacer 
tal requerimiento solo cuando la carga de la prueba corresponde al trabajador y 
aquella lo exima de esa obligación procesal, por considerar que por otros medios 
puede llegar al conocimiento de los hechos. Primer Tribunal Colegiado del 
Décimo Primer Circuito. Marzo Directo 475/89, Maria Teresa Imelda Martínez de 
Miranda, 28 de noviembre de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor 
Federico Gutiérrez de Velazco Romo. Secretario: Antonio Rico Sánchez. 
Semanario Judicial. Tomo IV, Segunda parte-1, 1990, P. 395.  

 
DOCUMENTOS, OBLIGACIÓN DEL PATRÓN DE CONSERVAR LOS 
SEÑALADOS EN EL ARTICULO 804 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.  
Si bien es cierto que conforme a lo dispuesto por el artículo 784 de la Ley 
Federal del Trabajo, en sus diversas fracciones, la Junta eximirá de la carga de 
la prueba al trabajador y corresponderá al patrón probar su dicho cuando exista 
controversia sobre el monto y pago del salario; también lo es que, de acuerdo 
con lo dispuesto en el diverso artículo 804 de la misma ley, el patrón tiene la 
obligación de conservar y exhibir en juicio los documentos que se señalan, entre 
ellos, las listas de raya y nóminas o recibos de pago, solamente durante el último 
año de servicios y un año después de que se extinga la relación laboral; por 
tanto, es incuestionable que tal obligación del patrón quedó extinguida si el año 
posterior a la terminación de la relación de trabajo había transcurrido. SEXTO 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 10586/94. Julio César Olivares Martínez. 12 de diciembre de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. Secretaria: María 
Marcela Ramírez Cerrillo. Octava Época. Instancia: TRIBUNALES 
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COLEGIADOS DE CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tomo: XV, Febrero de 1995. Tesis: I.6o.T.614 L. Página: 158. 
 
CONFESIÓN EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL.  Por confesión debe 
entenderse el reconocimiento que una persona hace de un hecho propio que se 
invoca en su contra, y dicha prueba sólo produce efectos en lo que perjudica a 
quien la hace. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 
Octava Época: Amparo directo 486/89. Margarito Miranda Castelán y otro. 25 de 
enero de 1990. Unanimidad de votos. Amparo directo 288/90. Imaginación y 
Construcción Aluminio y Vidrio, S. A. de C. V. 15 de agosto de 1990. Unanimidad 
de votos. Amparo directo 213/91. José Francisco del Fabbro Jiménez y otra. 4 de 
junio de 1991. Unanimidad de votos. Amparo directo 272/91. Textiles La Josefina, 
S. A. de C. V. 9 de julio de 1991. Unanimidad de votos. Amparo directo 394/91. 
José Luis Salazar Esperón. 2 de octubre de 1991. Unanimidad de votos. NOTA:  
Tesis VI.2º.J/163, Gaceta número 48, Pág. 86; Semanario Judicial de la 
Federación, tomo VIII-Diciembre, Pág. 103. Octava Época. Instancia: SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Fuente: Apéndice de 1995. 
Tomo: Tomo V, Parte TCC. Tesis: 642. Página: 431. 
 
CONFESIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL. La confesión no sólo es aquella 
que se produce al responder afirmativamente a una pregunta de la parte 
contraria, al absolver posiciones  (confesión judicial) sino también la extrajudicial 
que se contiene en la demanda, en la contestación o en cualquier acto del juicio. 
(D-7003/58, Ferrocarriles Nacionales de México, 9 de marzo de 1961.).  
 
SALARIOS, CARGA DE LA PRUEBA DEL MONTO DE LOS. Conforme al 
artículo 784 de la Ley Federal del Trabajo, corresponde al patrón demostrar 
la cuantía del salario de un trabajador. Por ende, si éste manifiesta una 
cantidad distinta a la que afirma el enjuiciado, es claro que quien debe probar su 
aserto es la parte reo y no el empleado, siendo violatoria de garantías la 
resolución de la junta que absuelve a la parte patronal basándose en un aviso de 
modificación de salarios dado al Instituto Mexicano del Seguro Social con el que 
tiene por acreditados los emolumentos integrados del demandante, porque 
contiene una manifestación unilateral de aquella insuficiente para evidenciar los 
estipendios y sólo sirve para demostrar que ese salario fue modificado, 
debiéndose exhibir para el efecto los documentos idóneos como son las 
nóminas del personal, listas de raya o recibos de pago de salarios, 
conforme el artículo 784 en relación con el 804, fracción II, ambos de la Ley 
Federal del Trabajo. QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 
TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 4600/87. Emilia Delgado 
Rivera. 8 de marzo de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Rafael Barredo 
Pereira. Secretario: Vicente Angel González. Octava Época. Registro: 231676. 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis Aislada. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación. Tomo I, Segunda Parte-2, Enero-Junio de 1988. 
Materia(s): Laboral. Tesis: Página: 633. 
 
SALARIOS. PRUEBAS DE SU PAGO.  Corresponde al patrono la obligación de 
probar que han sido cubiertas las prestaciones que establece la ley a favor de los 
trabajadores cuando ha opuesto la excepción de pago, ya que aquél es quien 
tiene en su poder los recibos o documentos que acreditan los pagos 
efectuados. Quinta Época: Tomo LIV, Pág. 2549. Amparo directo 5209/37. 
Ponce Antonio. 1º. De diciembre de 1937. Unanimidad de 4 votos. Ponente: 
Xavier Icaza. Tomo LVI, Pág. 1791. Amparo directo 540/38. Sarmiento Lino R. 11 
de junio de 1938. Unanimidad de 4 votos. Tomo LVII, Pág. 2482. Amparo directo 
3574/38. Aguirre Antonio. 6 de septiembre de 1938. 5 votos. Ponente: H. López 
Sánchez. Tomo LX, Pág. 2315. Amparo directo 1490/39. Rosales José. 24 de 
junio de 1939. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Xavier Icaza. Tomo LXI, Pág. 
3158. Amparo directo 1996/39. Ávila Pedro. 21 de agosto de 1939. Unanimidad 
de 4 votos. Ponente: H. López Sánchez. Séptima Época. Instancia: Cuarta Sala. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: 151-156. Quinta Parte. 
Página:219. Nota (1): La prelación de precedentes ha sido corregida. Nota (2); 
Esta tesis también aparece en:  Apéndice 1917-1954, Cuarta Sala, 
Jurisprudencia No. 982, Pág. 1794. 
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SALARIOS, MONTO Y PAGO DE. CARGA PROBATORIA DEL PATRON. De 
acuerdo con el artículo 184, fracción XII, de la Ley Federal del Trabajo, el patrón 
tiene obligación de probar el monto así como el pago del salario al trabajador y al 
no acreditarlo, debe tenerse como tal, el indicado en la demanda. PRIMER 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo directo 425/90. 
José Antonio García Sánchez. 16 de mayo de 1990. Unanimidad de votos. 
Ponente: Salvador Bravo Gómez. Secretario: Fernando Lúndez Vargas. Octava 
Época. Registro: 224203. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis 
Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  VII, Enero de 1991. 
Materia(s): Laboral. Tesis: Página: 458. 

 

SALARIOS, MONTO DE LOS. CUANDO SE MANIFIESTA INCONFORMIDAD, 
LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE AL PATRON. El artículo 784, 
fracción XII, de la Ley Federal del Trabajo establece que la carga de la prueba 
sobre el monto del salario, cuando se manifiesta inconformidad con el señalado 
por el trabajador, corresponde al patrón, por lo que si al contestar la demanda 
éste afirma que el trabajador devengaba el salario mínimo, sin rendir prueba 
alguna que lo demuestre, la condena al pago de las prestaciones reclamadas 
sobre la base señalada por el obrero, no es violatoria de garantías porque la 
parte patronal es la que tiene los elementos probatorios necesarios para acreditar 
su monto, tales como recibos, nóminas, listas de raya, etc. PRIMER TRIBUNAL 
COLEGIADO DEL DECIMO CIRCUITO. Amparo directo 761/95. Bartolo 
Velázquez García. 31 de enero de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 
Vilchiz Sierra. Secretario: Rafael García Magaña. Novena Época. Registro: 
202240. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis Aislada. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.  III, Junio de 1996. Materia(s): 
Laboral. Tesis: X.1o.27 L. Página: 942. 
 
SALARIO. LOS ÚLTIMOS RECIBOS DE NÓMINA SON APTOS PARA 
ACREDITAR SU MONTO. Si existe controversia sobre el salario y el patrón 
exhibe diversos recibos de nómina, todos del año en que el trabajador alega que 
fue despedido, tales documentos son aptos para acreditar su monto que la 
demandada aduce le cubría al actor en forma periódica, pues dichos recibos 
comprenden la última semana que dijo el accionante trabajó a su servicio; 
además de que éste nunca señaló que el salario hubiese tenido algún incremento 
ni reclamó diferencias; a mayor razón si esos recibos se encuentran suscritos de 
puño y letra del trabajador, como lo determinaron los peritos de las partes. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL CUARTO 
CIRCUITO. Amparo directo 939/96. Francisco Martínez Rodríguez. 21 de enero 
de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Ramiro Barajas Plasencia. Secretaria: 
Gloria Fuerte Cortés. Amparo directo 965/2003. Claudia Guadalupe Garza 
Rodríguez. 4 de febrero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Rodolfo R. Ríos 
Vázquez. Secretaria: Myrna Gabriela Solís Flores. Amparo directo 421/2005. 
Jorge Hernández Lara y otro. 3 de noviembre de 2005. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Luis Torres Lagunas. Secretaria: María Guadalupe Chávez 
Montiel. Amparo directo 32/2007. Marco Antonio Espinoza Escobar. 15 de mayo 
de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Daniel Cabello González. Secretaria: 
Myrna Gabriela Solís Flores. Amparo directo 424/2009. **********. 9 de 
septiembre de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Torres Lagunas. 
Secretaria: Angélica María Torres García. Época: Novena Época. Registro: 
165677. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
XXX, Diciembre de 2009. Materia(s): Laboral. Tesis: IV.3o.T. J/81. Página: 
1376. 
 
HORAS EXTRAS. EL CONTRATO DE TRABAJO NO ES IDÓNEO PARA 
ACREDITARLAS. El contrato laboral no resulta ser el medio probatorio eficaz 
para acreditar el desempeño de tiempo extraordinario, pues en aquel únicamente 
aparecen las condiciones de la relación al momento de su firma, más no 
necesariamente la prolongación de las actividades en lo subsecuente. Tesis I. 
5º.T.108 L, del Quinto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, que se comparte, publicada en la foja 734,  del Tomo VI, agosto de 
1997, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
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CONTRATO INDIVIDUAL DE TRABAJO. AÚN RATIFICADO EN SU 
CONTENIDO Y FIRMA, NO DESVIRTÚA EL TIEMPO EXTRAORDINARIO 
LABORADO. Si el trabajador afirma que laboró el tiempo extraordinario que 
reclama en su demanda, al patrón corresponde desvirtuar lo anterior, 
demostrando cual fue la duración real de la jornada de trabajo, en términos de la 
fracción VIII del artículo 784 de la Ley Federal del Trabajo;  no es suficiente para 
tal efecto el contrato individual de trabajo, en cuya cláusula respectiva aparezca 
convenido que solo con autorización previa y por escrito del patrón o de sus 
representantes, el trabajador podrá realizar un tiempo extraordinario de labores, 
debido a que la prueba de dicho acuerdo únicamente constituye una presunción 
a favor del empleador, según jurisprudencia firme de la entonces Cuarta Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación,  núm. 227, consultable en la página 
148 del apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo V, 
Materia del Trabajo, de rubro: HORAS EXTRAS, ES VALIDO PACTAR 
CONTRACTUALMENTE QUE EL TRABAJADOR SOLO DEBE LABORARLA 
CON AUTORIZACIÓN PREVIA POR ESCRITO DEL PATRÓN O DE SUS 
REPRESENTANTES  FACULTADOS PARA ELLO. Presunción que  conforme a 
dicho criterio no basta para relevar al patrón de la carga probatoria cuando el 
trabajador afirme haber laborado horas extras, en cuyo caso, la presunción 
deberá estar fortalecida con otros elementos de prueba, a fin de quedar 
corroborada, lo que no se satisface por el hecho de que el trabajador, al absolver 
posiciones, reconozca el contenido y firma del contrato individual de trabajo de 
referencia, pues con tal confesión se continúa demostrando lo que ya el contrato 
exhibido por si sola acredita, esto es, que se requería del permiso escrito del 
patrón o de sus representantes para desempeñar un tiempo extraordinario de 
labores,  pero no desvirtúa lo afirmado por el trabajador en cuanto a que si laboró 
horas extras; máxime que conforme a la jurisprudencia aludida, es posible que 
aún existiendo cláusula contractual en la que se estipule debe existir permiso 
escrito para laborar una jornada extraordinaria, si en la fuente de trabajo no se 
acostumbrara solicitarlo, o bien, porque incluso sin el, se contaba con el 
consentimiento del empleador. Tesis XXI. 1º.65 L, del Primer Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Primer Circuito, que se comparte, publicada en la foja 363, del 
Tomo VI, Julio de 1997, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta.  
 
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD, PRINCIPIOS DE. SUS DIFERENCIAS Y 
CASO EN QUE EL LAUDO INCUMPLE EL SEGUNDO DE ELLOS. Texto: Del 
artículo 842 de la Ley Federal del Trabajo se advierte la existencia de dos 
principios fundamentales o requisitos de fondo que deben observarse en el 
dictado del laudo: el de congruencia y el de exhaustividad. El primero es explícito, 
en tanto que el segundo queda imbíbito en la disposición legal. Así, el principio 
de congruencia está referido a que el laudo debe ser congruente no sólo consigo 
mismo, sino también con la litis, tal como haya quedado establecida en la etapa 
oportuna; de ahí que se hable, por un lado, de congruencia interna, entendida 
como aquella característica de que el laudo no contenga resoluciones o 
afirmaciones que se contradigan entre sí y, por otro, de congruencia externa, que 
en sí atañe a la concordancia que debe haber con la demanda y contestación 
formuladas por las partes, esto es, que el laudo no distorsione o altere lo pedido 
o lo alegado en la defensa sino que sólo se ocupe de las pretensiones de las 
partes y de éstas, sin introducir cuestión alguna que no se hubiere reclamado, ni 
de condenar o de absolver a alguien que no fue parte en el juicio laboral. 
Mientras que el de exhaustividad está relacionado con el examen que debe 
efectuar la autoridad respecto de todas las cuestiones o puntos litigiosos, sin 
omitir ninguno de ellos, es decir, dicho principio implica la obligación del juzgador 
de decidir las controversias que se sometan a su conocimiento tomando en 
cuenta los argumentos aducidos tanto en la demanda como en aquellos en los 
que se sustenta la contestación y demás pretensiones hechas valer 
oportunamente en el juicio, de tal forma que se condene o absuelva al 
demandado, resolviendo sobre todos y cada uno de los puntos litigiosos que 
hubieran sido materia del debate. Por tanto, cuando la autoridad laboral dicta un 
laudo sin resolver sobre algún punto litigioso, en realidad no resulta contrario al 
principio de congruencia, sino al de exhaustividad, pues lejos de distorsionar o 
alterar la litis, su proceder se reduce a omitir el examen y pronunciamiento de 
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una cuestión controvertida que oportunamente se le planteó, lo que permite, 
entonces, hablar de un laudo propiamente incompleto, falto de exhaustividad, 
precisamente porque la congruencia -externa- significa que sólo debe ocuparse 
de las personas que contendieron como partes y de sus pretensiones; mientras 
que la exhaustividad  implica  que el laudo ha de ocuparse de todos los puntos 
discutibles. Consecuentemente, si el laudo no satisface esto último, es inconcuso 
que resulta contrario al principio de exhaustividad que emerge del artículo 842 de 
la Ley Federal del Trabajo, traduciéndose en un laudo incompleto, con la 
consiguiente violación a la garantía consagrada en el artículo 17 de la 
Constitución Federal. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 
TRABAJO DEL CUARTO CIRCUITO. Precedentes: Amparo directo 461/2004. 
Alfonso Enríquez Medina. 22 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. 
Ponente: Victorino Rojas Rivera. Secretario: Reynaldo Piñón Rangel. Amparo 
directo 391/2004. Comisión Federal de Electricidad. 22 de septiembre d e 2004. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alfredo Gómez Molina. Secretaria: Angelina 
Espino Zapata. Amparo directo 435/2004. Petróleos Mexicanos y Pemex 
Refinación. 15 de octubre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Victorino 
Rojas Rivera. Secretaria: Liliana Leal González. Amparo directo 486/2004. Carlos 
Javier Obregón Ruiz. 20 de octubre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: 
Victorino Rojas Rivera. Secretaria: Liliana Leal González. Amparo directo 
559/2004. Yolanda Perales Hernández. 27 de octubre de 2004. Unanimidad de 
votos. Ponente: Abraham Calderón Díaz. Secretario: Francisco García Sandoval. 
Nota: Por instrucciones del Tribunal Colegiado de Circuito, la tesis que aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XIX, febrero de 2004, página 888, se publica nuevamente con las 
modificaciones, tanto en el texto como en los precedentes, que el propio tribunal 
ordena. Registro IUS: 179074. Localización: Novena Época, Tribunales 
Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XXI, Marzo de 2005, p. 959, tesis IV.2o.T. J/44, jurisprudencia, Laboral. 
 

Y por analogía de razón las siguientes: 
 

COPIAS FOTOSTATICAS. PERFECCIONAMIENTO DE. CUANDO SE 
OBJETAN EN AUTENTICIDAD, CONTENIDO Y FIRMA. En diversas 
ejecutorias, tanto la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como los Tribunales 
Colegiados de Circuito, han sostenido que las documentales exhibidas como 
prueba en un juicio en copia fotostática simple, sin certificar, carecen de valor y 
por ello aun cuando no sean objetadas debe ofrecerse su cotejo o compulsa con 
el original, para que tengan valor; sin embargo, cuando dicho documento fue 
objetado también en cuanto autenticidad de contenido y firma, para perfeccionar 
dicha documental, no basta el simple cotejo del documento, ya que con esto lo 
único que se demuestra es la existencia del original del mismo, pero no la 
autenticidad de su contenido y firma, aspecto hecho valer en la objeción. En tal 
virtud, el oferente de la prueba debe además del cotejo ofrecer el reconocimiento 
de contenido y firma a cargo de los suscriptores, medios de perfeccionamiento 
que la Junta está obligada a admitir, sujetando desde luego el reconocimiento de 
los signantes a que previamente se efectúe el cotejo y quede acreditada la 
existencia del original del documento exhibido en copia fotostática. PRIMER 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO CIRCUITO. Amparo directo 576/92. 
Juana Pimentel García. 10 de agosto de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: 
Leonardo Rodríguez Bastar. Secretaria: María Dolores Olarte Ruvalcaba. Amparo 
directo 850/92. Gumersindo Antonio López. 13 de octubre de 1993. Unanimidad 
de votos. Ponente: Faustino Cervantes León. Secretario: Ruber Alberto 
Rodríguez Mosqueda. Amparo directo 612/92. Tila del Carmen Piedra García y 
otros. 22 de octubre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: José Vargas Ruiz. 
Secretaria: Adelita Méndez Cruz. Amparo directo 91/93. René Zamudio Delgado. 
9 de noviembre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Faustino Cervantes 
León. Secretario: Ruber Alberto Rodríguez Mosqueda. Amparo directo 236/93. 
Petróleos Mexicanos. 18 de enero de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: 
Faustino Cervantes León. Secretario: Ruber Alberto Rodríguez Mosqueda. No. 
Registro: 212,475. Jurisprudencia.  Materia(s):Laboral. Octava Época. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Tomo: 77, Mayo de 1994. Tesis: X.1o. J/19. Página: 85. 
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COPIAS FOTOSTÁTICAS OBJETADAS. CARGA DE LA PRUEBA. Por regla 
general, corresponde al objetante de un documento demostrar las causas por las 
cuales lo objeta, esto ocurre sólo cuando el mismo es original; pero si se trata de 
una copia fotostática el artículo 798 de la Ley Federal del Trabajo impone al que 
la exhibe la carga de lograr su perfeccionamiento cuando es objetada, debiendo 
señalar éste el lugar en donde se encuentra el original, a fin de efectuar su 
compulsa o cotejo, además de que jurídicamente no sería justificado atribuirle 
esa carga al objetante, puesto que la objeción lleva implícita la negación de la 
existencia del documento del cual se obtuvo la fotocopia y el asignarle a dicho 
objetante la carga de la prueba sería tanto como encomendarle que acreditara un 
hecho negativo. NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 8399/94. María del Pilar Lecumberri 
Romero. 28 de septiembre de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Nilda R. 
Muñoz Vázquez. Secretario: Jorge Villalpando Bravo. Amparo directo 10579/94. 
Arturo García Sobrevilla. 22 de noviembre de 1994. Unanimidad de votos. 
Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: José Morales Contreras. 
Amparo directo 7989/95. Luis Concepción Flores Vega. 23 de agosto de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Nilda R. Muñoz Vázquez. Secretario: José Juan 
Ramos Andrade. Amparo directo 5119/96. Mario Macías Jasso. 23 de mayo de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Nilda R. Muñoz Vázquez. Secretario. José 
Juan Ramos Andrade. Amparo directo 6429/96. Sindicato de Trabajadores 
Petroleros de la República Mexicana. 20 de junio de 1996. Unanimidad de votos. 
Ponente: Nilda R. Muñoz Vázquez. Secretario: José Juan Ramos Andrade. No. 
Registro: 201,594. Jurisprudencia. Materia(s): Laboral. Novena Época. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta. Tomo: IV, Agosto de 1996. Tesis: I.9o.T. J/19. Página: 406. 

 
DOCUMENTOS PRIVADOS. SUS CONSECUENCIAS CUANDO SON 
OBJETADOS. De la interpretación de los artículos 797 y 798 de la Ley Federal 
del Trabajo, se obtiene que si el documento privado consiste en copia simple o 
fotostática, se podrá solicitar por el oferente de la prueba la compulsa o cotejo 
con su original. En cambio, si se trata del original del documento y es objetado en 
cuanto a contenido y firma, incumbe al propio objetante acreditar los hechos 
respectivos mediante la prueba conducente. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO 
EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo en revisión 
261/94. Petróleos Mexicanos. 19 de mayo de 1994. Unanimidad de votos. 
Ponente: Horacio Cardoso Ugarte. Secretaria: Ma. Guadalupe Villegas Gómez. 
Amparo directo 6521/95. Franyia Magdalena Estrada Malacón y otros. 3 de 
agosto de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: María Simona Ramos 
Ruvalcaba. Secretario: Jesús González Ruiz. Amparo directo 3001/98. Martha 
Elena Mercado Vargas. 16 de abril de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: 
Horacio Cardoso Ugarte. Secretaria: Silvia E. Sevilla Serna. Amparo directo 
16261/98. Camilo Enrique Fernández Aguirre. 30 de septiembre de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Rivas Pérez. Secretario: José Luis Ruiz 
Sánchez. Amparo directo 1801/2004. Filiberto Flores Ramírez. 12 de febrero de 
2004. Unanimidad de votos. Ponente: María de Lourdes Juárez Sierra. 
Secretaria: Blanca Estela Torres Caballero. No. Registro: 181,567. 
Jurisprudencia. Materia(s):Laboral. Novena Época. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo: XIX, Mayo de 2004. Tesis: I.1o.T. J/48. Página: 1509. 

 
DOCUMENTOS PRIVADOS, TIENEN VALOR PROBATORIO SI LA PARTE A 
QUIEN SE ATRIBUYEN LOS OBJETA EN SU AUTENTICIDAD Y NO 
DEMUESTRA LA OBJECIÓN.  Los documentos privados que se atribuyen a una 
de las partes conservan eficacia probatoria, aunque hayan sido objetados en su 
autenticidad, si la parte que hizo la objeción no rindió pruebas suficientes para 
acreditar la falsedad de ellos. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 600/93. Guadalupe del Pozo 
González. 2 de febrero de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo 
Rangel. Secretario: José Mario Machorro Castillo. Amparo directo 813/97. Ramón 
Rojas Burgos. 22 de enero de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: José Mario 
Machorro Castillo, secretario de tribunal autorizado por el Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: 
Humberto Schettino Reyna. Amparo directo 36/98. Estrada Orduña y Asociados, 
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S.C. 26 de febrero de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo 
Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna. Amparo directo 310/98. Laura 
Ramírez Castillo. 25 de junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio 
Meza Alarcón. Secretario: Enrique Baigts Muñoz. Amparo directo 345/2001. 
María Dolores Alejandra Meléndez Mora, por sí y por su representación. 27 de 
septiembre de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada 
Hernández. Secretario: Enrique Baigts Muñoz. Véase: Semanario Judicial de la 
Federación, Séptima Época, Volúmenes 217-228, Quinta Parte, página 24, tesis 
de rubro: "DOCUMENTOS PRIVADOS, TIENEN VALOR PROBATORIO SI LA 
PARTE A QUIEN SE ATRIBUYEN LOS OBJETA EN SU AUTENTICIDAD Y NO 
DEMUESTRA LA OBJECIÓN.". Novena Época. Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XIV, Octubre de 2001. Tesis: 
VI.2o.C. J/210. Página: 924.  

 

LAS PRESUNCIONES LEGALES Y HUMANAS E INSTRUMENTAL DE 
ACTUACIONES, NO FAVORECEN a su oferente, toda vez que la parte actora, 
demostró la existencia del Despido Injustificado, y que de acuerdo a la litis planteada le 
correspondió probar.  
 
V.- Con relación a las prestaciones reclamadas por la actora C. 

, se determina que con 
referencia a la demandada 

, resulta procedente condenarla al pago de las prestaciones 
siguientes: a).- Indemnización Constitucional, b).-  Prima de Antigüedad y c).- Salarios 
Caídos, toda vez que estas corren la suerte de la principal, lo que en el presente caso 
procedió, en virtud de que la parte actora demostró la existencia del despido 
injustificado, y que de acuerdo a la carga procesal le correspondió demostrar; d).- 
Vacaciones y Prima Vacacional correspondiente al penúltimo y parte proporcional del 
último año de servicios, y e).- Aguinaldos correspondientes al año dos mil diez y parte 
proporcional de dos mil once, toda vez que al existir controversia sobre éstas 
prestaciones, es a la parte demandada a quien le corresponde la carga de la prueba 
para demostrar que efectivamente no los laboró o que se los pagó, pues es quien 
cuenta con los medios probatorios idóneos y fehacientes para tal aserto, lo anterior de 
acuerdo a una recta y sana interpretación de los artículos 784 y 804 de la Ley Federal 
del Trabajo, lo que en el presente caso no aconteció. CON EXCEPCIÓN de las 
siguientes: 1.- Horas Extras y 2.- Días de Descanso Semanal o Séptimos Días, toda vez 
que la parte patronal demostró que efectivamente no los laboró, mediante la 
documentación idónea y fehaciente, estudiadas y valoradas con antelación, cumpliendo 
con la carga procesal señalada en los artículos 784 y 804 de la Ley en cita. - - - - - - - - -  
Siendo innecesario, estudiar la figura de Inverosimilitud hecha valer por la parte 
demandada en su escrito contestatorio, toda vez que a nada practico conllevaría, pues 
la patronal demostró que la actora no laboró Horas Extras, como se determinó líneas 
arriba, es decir, que aun cuando hubiera inverosimilitud de Horas Extras se llegaría al 
mismo fin, es decir, a la absolución de pago de las mismas. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
Siendo menester hacer la aclaración siguiente: I.- Por lo que se refiere al salario diario 
ordinario y salario diario integrado, la parte patronal desvirtuó el alegado por la parte 
actora, y demostró el que realmente percibía, es decir, que la actora percibía como 
salario diario ordinario la cantidad de $******, y como salario diario integrado la cantidad 
de $******; II.- En consecuencia, por lo que se refiere a las prestaciones relacionadas 
bajo los incisos a, y c, se cuantificarán con el salario diario integrado de $******, las 
relacionadas bajo los incisos d y e, deberán cuantificarse con el salario diario ordinario 
de $******, y la prestación relacionada bajo el inciso b, se determinará en términos de lo 
establecido por los artículos 162 fracción II, 485 y 486 de la Ley Federal del Trabajo, y 
III.- Con base a lo anterior, se advierte lo siguiente: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
A).- Que con respecto a la Indemnización Constitucional relacionada en el inciso a), 
dicha acción intentada en el presente asunto laboral, reviste al igual que los salarios 
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vencidos la naturaleza indemnizatoria por ser prestaciones que está comprendida en el 
artículo 48 de la Ley de la materia y en consecuencia propia del despido, aunado a ello, 
tanto como la Indemnización Constitucional como los salarios vencidos son accesorias 
a la acción principal, puesto que la segunda se encuentra contemplados como una 
consecuencia inmediata y directa, por lo tanto al ser de carácter indemnizatorio, para 
su monto debe aplicarse el salario diario integrado ($******) que percibía la trabajadora 
en el momento del despido, ya que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 89 
de dicha ley, el monto de las indemnizaciones deben determinarse con el salario 
correspondiente al día en que nazca el derecho a la indemnización incluirse la cuota 
diaria y la parte proporcional de las prestaciones mencionadas en el diverso artículo 84, 
indemnización Constitucional, con base a la operación aritmética obtenida multiplicando 
los 90 días por el salario diario de conformidad con lo estipulado en el artículo 48 
laboral, y para mayor esclarecimiento, se obtiene, con base a la siguiente tabla 
aritmética 90X$******=$*********; - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
 B.- Que con respecto a la Prima de Antigüedad, correspondiente a todo el tiempo de 
servicios prestados, toda vez que son accesorias a la acción principal, tomando en 
cuenta que la fecha de ingreso fue el veinte de junio de dos mil siete, y la fecha del 
despido el ocho de junio de dos mil once, se advierte que laboró aproximadamente tres 
año, once meses y medio, y por ende le corresponde 47.5 días de salario, es decir, 36 
días de salario por los primeros tres año, y 11.5 por el último año, ésta que de acuerdo 
al artículo 162 fracción I, de la Ley Laboral vigente, a los trabajadores les corresponde 
el derecho al pago de ésta prestación accesoria de la acción principal, 12 días por cada 
año de servicios, misma prestación accesoria, que se deberá pagar de conformidad 
con lo estipulado en los artículos 485 y 486 de la Ley en comento, es decir, con el 
doble del salario mínimo del área geográfica de aplicación a que corresponda el lugar 
de prestación del trabajo, considerándose esa cantidad como salario máximo, toda vez 
que el salario del trabajador excede del doble del salario mínimo, tomando en cuenta 
que el salario mínimo en el año 2011 es de $56.70, por ende el doble corresponde a 
$113.40, esto último como se desprende de lo establecido por la Comisión Nacional de 
Salarios Mínimos vigentes a partir del primero de enero de dos mil once, mediante 
resolución emitida por el Consejo de Representantes de dicha Comisión el dieciocho de 
diciembre de dos mil diez, resolución publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
día veintitrés de diciembre de dos mil diez, ésta última la cual esta autoridad está 
obligada a tomar en cuenta, pues se tratan de decretos de interés general indicados en 
el Diario Oficial de la Federación, y para mayor esclarecimiento, se obtiene, con base a 
la siguiente tabla aritmética 47.5x$******=$********; - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
C).- Que con respecto a las vacaciones correspondientes al penúltimo y parte 
proporcional del último año de servicios, más la prima vacacional correspondiente, 
tomando en cuenta que la fecha de ingreso fue el veinte de junio de dos mil siete, y la 
fecha de despido el ocho de junio de dos mil once, se advierte que laboró 
aproximadamente tres años, once meses y medio, y por ende, le corresponden 10 días 
de salario por el penúltimo año, y 11.5 en su parte proporcional por el último año, ello 
de acuerdo al artículo 76 de la Ley Laboral vigente, que establece que a los 
trabajadores les corresponde el derecho al disfrute de vacaciones que se genera por el 
tiempo de prestación de los servicios; y así se obtiene que por el primer año, el 
trabajador se hará acreedor a cuando menos seis días laborables, y aumentará en dos 
días laborables hasta llegar a doce, por cada año subsecuente de servicios, es decir, al 
segundo año serán ocho, al tercero diez, y, al cuarto doce; y para el caso de los 
trabajadores que tuvieren más años, después del cuarto año, el período de vacaciones 
se le aumentará en dos días por cada cinco de servicio y así sucesivamente, y como en 
el presente caso acontece, le corresponde 10 días por el penúltimo año de servicios y 
11.5 días por el último año en su parte proporcional, que sumados entre si hacen un 
total de 21.5 días, misma prestación autónoma y accesoria, respectivamente que se 
deberá pagar con base al salario diario ordinario, toda vez que el salario que sirve de 
base para cuantificar las vacaciones es el que ordinariamente se percibía por día 
laborado y no el conocido como integrado, que acumula las prestaciones que 
determinan el artículo 84 de la Ley Laboral, ya que aquellas ya están incluidas en dicho 
salario, y de considerar que éste último es el que debe tomarse en cuenta, 
incrementándolo con las vacaciones, el monto de éstas se vería también incrementado, 
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repercutiendo nuevamente en el salario integrado y así sucesivamente sin existir un 
límite, aunado que el salario integrado solo es base para determinase el monto de las 
indemnizaciones, pero no para el pago de las prestaciones accesorias como son 
aquellas, pues no son de naturaleza indemnizatoria, y para mayor esclarecimiento, se 
obtiene con base a la siguiente tabla aritmética 21.5X$******=$********+25%=$********;y, 
D).- En cuanto a los Aguinaldos correspondientes a los 21.25 días, tomando en 
consideración que la demandante reclama el período correspondiente al año dos mil 
diez, y la parte proporcional de dos mil once, que la fecha de ingreso fue el veinte de 
junio de dos mil siete, y la fecha del despido el ocho de junio de dos mil once, se 
advierte que laboró aproximadamente tres años, once meses y medio, que de acuerdo 
al artículo 87 de la Ley Laboral, a los trabajadores les corresponde 15 días de salario 
de manera anual, luego entonces, se colige que por el año dos mil diez le corresponde 
15 días de salario, y por el año dos mil once en su parte proporcional le corresponde 
6.25 días de salario, que sumados entre sí, hacen un total de 21.25 días de salario, 
esto último obtenido con base a la cuantificación aritmética siguiente: al haber laborado 
la actora en el año dos mil diez, doce meses, ubicándose a los 15 días de salario, y al 
haber laborado en el año dos mil once, cinco meses, aproximadamente, ubicándose a 
los 6.25 días de salario, que hacen un total de 21.25 días, éste se multiplica por el 
salario diario ordinario ($151.62), y para mayor esclarecimiento se obtiene realizando la 
siguiente tabla aritmética 21.5x$******=$********. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
Lo anteriormente expuesto y fundado, es con la finalidad de realizar la cuantificación 
correcta fundada y motivada sobre los pagos de las prestaciones condenadas, dictando 
esta autoridad la presente resolución a buena fe guardada, a verdad sabida y 
apreciando los hechos en conciencia, sin necesidad de sujetarse a reglas o 
formulismos sobre estimación de pruebas, pero expresando los motivos y fundamentos 
en que se apoya, siendo claro, preciso y congruente con la demanda y demás 
pretensiones deducidas oportunamente en el juicio de conformidad con lo estipulado en 
los artículos 841 y 842 de la  Ley Federal del Trabajo en vigor.  
 

C. 

. 

Concepto Días Salario 
Mínimo 
Vigente 

2011 

Salario 
diario 

ordinario 

Salario 
diario 

integrado 

Monto de 
Condena. 

Indemnización 
Constitucional 

90   $****** $********* 

Prima de 
Antigüedad 

47.5 $****** 
(al doble) 

  $******** 

Vacaciones 21.5  $******  $******** 

Prima 
Vacacional 

25%  $******  $****** 

Aguinaldos 21.25  $******  $******** 

Salarios Caídos.    $****** A expensa de 
la fecha de 
ejecución 

 
Siendo aplicable para mayor sustento legal lo anteriormente expuesto y fundado, las 
siguientes tesis jurisprudenciales que a la letra dicen:  
 

PRUEBA, CARGA DE LA. CORRESPONDE INVARIABLEMENTE AL 
PATRÓN EN LOS CASOS DEL ARTÍCULO 784 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO. De las disposiciones contenidas en el Artículo 784 de la Ley Federal 
del Trabajo, se entiende que, cuando se suscite discusión de juicio sobre las 
circunstancias y las prestaciones que ese precepto enuncia, entonces 
corresponde invariablemente al patrón acreditar lo concerniente a las mismas, 
mediante la presentación de los documentos relativos, los cuales inclusive tiene 
obligación de conservar y exhibir por imperativo del diverso artículo 804 de la 
propia ley; sin que sea necesario que la Junta que conozca de la controversia lo 
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requiera para que los aporte, con el apercibimiento que de no hacerlo se 
presumirán ciertos los hechos alegados por el trabajador, de acuerdo con la 
primera parte del Artículo primeramente citado, pues, atendiendo a los términos 
en que esta redactado ese precepto, ha de entenderse que la Junta debe hacer 
tal requerimiento solo cuando la carga de la prueba corresponde al trabajador y 
aquella lo exima de esa obligación procesal, por considerar que por otros medios 
puede llegar al conocimiento de los hechos. Primer Tribunal Colegiado del 
Décimo Primer Circuito. Marzo Directo 475/89, Maria Teresa Imelda Martínez de 
Miranda, 28 de noviembre de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor 
Federico Gutiérrez de Velazco Romo. Secretario: Antonio Rico Sánchez. 
Semanario Judicial. Tomo IV, Segunda parte-1, 1990, P. 395.  
 
DOCUMENTOS, OBLIGACIÓN DEL PATRÓN DE CONSERVAR LOS 
SEÑALADOS EN EL ARTICULO 804 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.  
Si bien es cierto que conforme a lo dispuesto por el artículo 784 de la Ley 
Federal del Trabajo, en sus diversas fracciones, la Junta eximirá de la carga de 
la prueba al trabajador y corresponderá al patrón probar su dicho cuando exista 
controversia sobre el monto y pago del salario; también lo es que, de acuerdo 
con lo dispuesto en el diverso artículo 804 de la misma ley, el patrón tiene la 
obligación de conservar y exhibir en juicio los documentos que se señalan, entre 
ellos, las listas de raya y nóminas o recibos de pago, solamente durante el último 
año de servicios y un año después de que se extinga la relación laboral; por 
tanto, es incuestionable que tal obligación del patrón quedó extinguida si el año 
posterior a la terminación de la relación de trabajo había transcurrido. SEXTO 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 10586/94. Julio César Olivares Martínez. 12 de diciembre de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. Secretaria: María 
Marcela Ramírez Cerrillo. Octava Época. Instancia: TRIBUNALES 
COLEGIADOS DE CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tomo: XV, Febrero de 1995. Tesis: I.6o.T.614 L. Página: 158. 
 
PRIMA DE ANTIGÜEDAD. SU MONTO DEBE DETERMINARSE CON BASE 
EN EL SALARIO QUE PERCIBÍA EL TRABAJADOR AL TÉRMINO DE LA 
RELACIÓN LABORAL. En atención a que la prima de antigüedad es una 
prestación laboral que tiene como presupuesto la terminación de la relación de 
trabajo y el derecho a su otorgamiento nace una vez que ha concluido el vínculo 
laboral, en términos de los artículos 162, fracción II, 485 y 486 de la Ley Federal 
del Trabajo, su monto debe determinarse con base en el salario que percibía el 
trabajador al terminar la relación laboral por renuncia, muerte, incapacidad o 
jubilación, cuyo límite superior será el doble del salario mínimo general o 
profesional vigente en esa fecha. Clave: 2a./J., Núm.: 48/2011. Contradicción 
de tesis 353/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero 
del Décimo Octavo Circuito, Tercero en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
Séptimo en Materia de Trabajo del Primer Circuito, el entonces Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, actual Primero en Materia 
de Trabajo del Tercer Circuito, el entonces Segundo Tribunal Colegiado del 
Quinto Circuito, actual Primero en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, 
el Quinto en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el entonces Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito, actual Primero del Décimo Quinto Circuito. 
16 de febrero de 2011. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Secretaria: Amalia Tecona Silva. Tesis de jurisprudencia 48/2011. Aprobada 
por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del dos de marzo de 
dos mil once. Tipo: Jurisprudencia por Contradicción. Temas: Derecho del 
Trabajo y de la Seguridad Social. Derecho Procesal. 
 
PRUEBA. CARGA DE LA MISMA RESPECTO DE LEYES, REGLAMENTOS, 
DECRETOS Y ACUERDOS DE INTERÉS GENERAL PUBLICADOS EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN.  Respecto de las leyes, reglamentos, 
decretos y acuerdos de interés general, no se necesita probar su existencia en 
autos, pues basta que estén publicados en el Diario Oficial, para que la autoridad 
judicial esté obligada a tomarlos en cuenta, en virtud de su naturaleza y 
obligatoriedad, y porque la inserción de tales documentos en el órgano oficial de 
difusión tiene por objeto dar publicidad al acto de que se trate, y tal publicidad 
determina precisamente que los tribunales, a quienes se les encomienda la 
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aplicación del derecho, por la notoriedad de ese acontecimiento, no puedan 
argüir desconocerlo. Contradicción de tesis 23/2000-SS. Entre las sustentadas 
por el Primer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado del Décimo Séptimo Circuito. 16 de junio del año 2000. Cinco votos. 
Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: José Francisco Cilia López. Tesis 
de jurisprudencia 65/2000. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión pública del dieciséis de junio del año dos mil. Novena Época. Instancia: 
Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: 
XII, Agosto de 2000. Tesis: 2a./J. 65/2000 . Página:   260. 

 
VACACIONES. REGLA PARA SU CÓMPUTO.  De conformidad con el artículo 
76 de la Ley Federal del Trabajo, el derecho al disfrute de vacaciones se genera 
por el tiempo de prestación de los servicios; y así se obtiene que por el primer 
año, el trabajador se hará acreedor a cuando menos seis días laborables y 
aumentará en dos días laborables, hasta llegar a doce, por cada año 
subsecuente de servicios, es decir, al segundo año serán ocho, al tercero diez; y, 
al cuarto doce. Después del cuarto año, el periodo de vacaciones se aumentará 
en dos días por cada cinco de servicios, que empezarán a contar desde el inicio 
de la relación contractual, porque la antigüedad genérica se obtiene a partir de 
ese momento y se produce día con día y, de forma acumulativa, mientras aquel 
vínculo esté vigente; por tanto, una vez que el trabajador cumple cinco años de 
servicios, operará el incremento aludido y, entonces, disfrutará hasta los nueve 
años de catorce días de asueto; luego, del décimo al décimo cuarto años de 
dieciséis y así sucesivamente. Contradicción de tesis 25/95. Entre las 
sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito 
y Segundos Tribunales Colegiados del Sexto y Octavo Circuitos. 10 de 
noviembre de 1995. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. 
Secretaria: Rosa María Galván Zárate. Tesis de jurisprudencia 6/96. Aprobada 
por la Segunda Sala de este alto tribunal, en sesión privada de diez de 
noviembre de mil novecientos noventa y cinco, por cinco votos de los Ministros: 
Genaro David Góngora Pimentel, Mariano Azuela Güitrón, Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia, Sergio Salvador Aguirre Anguiano y presidente Juan Díaz Romero. 
Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo: III, Febrero de 1996. Tesis: 2a./J. 6/96. Página:   
245. 
 
VACACIONES, SALARIO BASE PARA SU CUANTIFICACIÓN. El salario que 
sirve de base para cuantificar las vacaciones es el que ordinariamente se percibe 
por día laborado y no el conocido como "integrado", que acumula las 
prestaciones que determina el artículo 84 de la ley laboral, ya que aquéllas ya 
están incluidas en dicho salario, y de considerar que este último es el que debe 
tomarse en cuenta, incrementándolo con las vacaciones, el monto de éstas se 
vería también incrementado, repercutiendo nuevamente en el salario integrado y 
así sucesivamente sin existir un límite. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 14896/2000. 
Teléfonos de México, S.A. de C.V. 14 de febrero de 2001. Unanimidad de votos. 
Ponente: Genaro Rivera. Secretaria: Elia Adriana Bazán Castañeda. Amparo 
directo 586/2003. Manuel Barrón Villalón. 20 de febrero de 2003. Unanimidad de 
votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos. 
Amparo directo 776/2003. Evelin Flores Pérez. 27 de febrero de 2003. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. Secretario: Luis Javier 
Guzmán Ramos. Amparo directo 5056/2003. María del Rocío Rivera Estrada. 12 
de junio de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio Bello Sánchez. 
Secretario: Miguel Barrios Flores. Amparo directo 7966/2003. Fideicomiso para la 
Construcción y Operación de la Central de Abasto de la Ciudad de México. 28 de 
agosto de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. 
Secretaria: Leticia Carolina Sandoval Medina. Véase: Semanario Judicial de la 
Federación, Octava Época, Tomo XII, septiembre de 1993, página 286, tesis 
II.2o.91 L, de rubro: "PRESTACIONES, SALARIO BASE PARA LA 
CUANTIFICACIÓN DE LAS." y Tomo VIII, noviembre de 1991, página 333, tesis 
III.T.190 L, de rubro: "VACACIONES Y PRIMA DE. SALARIO BASE PARA SU 
PAGO. DEBE SER CONFORME AL ORDINARIO." Novena Época. Instancia: 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
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CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: 
XVIII, Diciembre de 2003. Tesis: I.6o.T. J/55. Página:  1329. 
 
PRESTACIONES ACCESORIAS CONSISTENTES EN VACACIONES, PRIMA 
VACACIONAL Y AGUINALDOS, EL SALARIO BASE PARA EL PAGO DE 
LAS. ES EL SALARIO CUOTA DIARIA Y NO EL SALARIO INTEGRADO. Si la 
Junta de Conciliación y Arbitraje condena a la parte demandada al pago de las 
prestaciones consistente en vacaciones, prima vacacional y aguinaldos, sobre la 
base del salario cuota diaria y no del salario integrado, debe estimarse que tal 
condena es correcta; toda ves que el salario integrado sólo es base para 
determinar el monto de las indemnizaciones, pero no para el pago de las 
prestaciones accesorias como son aquéllas, pues no son de naturaleza 
indemnizatoria. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. Amparo directo 817/94. Irma Márquez Gutiérrez y otra 1ª de junio de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Angel Gregorio Vázquez González. 
Secretario: José Javier Martínez Vega. Novena Época. Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo II septiembre 1995. Tribunales Colegiados de 
Circuito. Pág. 590. 
 
SALARIOS CAÍDOS. PARA SU PAGO DEBE TOMARSE COMO BASE EL 
SALARIO INTEGRADO.  En términos de los artículos 48, 84 y 89 de la Ley 
Federal del Trabajo, los salarios vencidos constituyen una prestación accesoria a 
la acción de reinstalación o de indemnización, puesto que se encuentran 
contemplados como una consecuencia inmediata y directa; por lo tanto, tiene un 
carácter indemnizatorio; de ahí que para su monto debe aplicarse el salario 
integrado que percibía el trabajador en el momento del despido, ya que de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 89 de la Ley Federal del Trabajo, el 
monto de las indemnizaciones debe determinarse con el salario correspondiente 
al día en que nazca el derecho a la indemnización e incluirse la cuota diaria y la 
parte proporcional de las prestaciones mencionadas en el artículo 84 de la citada 
ley. DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 
PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 12160/98. Angélica Yolanda Barajas 
Fadanelli. 8 de marzo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto 
Avendaño. Secretario: Pedro Hernández de los Santos. Véase: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo X, julio de 1999, 
página 907, tesis XXIII.1o.3 L, de rubro: "SALARIOS CAÍDOS. PARA SU 
FIJACIÓN DEBE ESTARSE AL CONCEPTO DE SALARIO INTEGRADO.". 
Novena Epoca. Instancia: DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 
TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo: XI, Abril de 2000. Tesis: I.10o.T.17 L. Página: 
997. 
 
SALARIOS CAÍDOS. PARA SU FIJACIÓN DEBE ESTARSE AL CONCEPTO 
DE SALARIO INTEGRADO.  El artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo 
establece que el trabajador despedido injustificadamente podrá solicitar, a su 
elección, que se le reinstale o se le indemnice con el importe de tres meses de 
salario, y que tendrá derecho, además, cualquiera que hubiese sido la acción 
intentada, a que se le paguen los salarios vencidos desde la fecha del despido 
hasta que se cumplimente el laudo; por tanto, de acuerdo con lo establecido en 
este precepto legal, se desprende que los salarios vencidos son una 
consecuencia inmediata de las acciones originadas en el despido injustificado o 
en la rescisión del contrato por culpa del patrón, por lo que para fijar el pago de 
los salarios vencidos debe estarse al concepto de salario integrado que define el 
artículo 84, pues en tratándose de indemnizaciones, el pago debe hacerse del 
modo que dispone la ley por ser ésta la fuente de la obligación restitutoria. 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO TERCER CIRCUITO. 
Amparo directo 211/99. Servicio Postal Mexicano. 19 de mayo de 1999. 
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Alberto Hernández Segura. Secretario: 
Juan Ramón Carrillo Reyes. Véase: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, página 201, tesis por 
contradicción 2a./J. 37/2000 de rubro "SALARIOS CAÍDOS EN CASO DE 
REINSTALACIÓN. DEBEN PAGARSE CON EL SALARIO QUE 
CORRESPONDE A LA CUOTA DIARIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 82 DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO MÁS TODAS LAS PRESTACIONES QUE EL 
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TRABAJADOR VENÍA PERCIBIENDO DE MANERA ORDINARIA DE SU 
PATRÓN.". Novena Epoca. Instancia: PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL 
VIGESIMO TERCER CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta. Tomo: X, Julio de 1999. Tesis: XXIII.1o.4 L. Página: 907. 
 
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD, PRINCIPIOS DE. SUS DIFERENCIAS Y 
CASO EN QUE EL LAUDO INCUMPLE EL SEGUNDO DE ELLOS. Texto: Del 
artículo 842 de la Ley Federal del Trabajo se advierte la existencia de dos 
principios fundamentales o requisitos de fondo que deben observarse en el 
dictado del laudo: el de congruencia y el de exhaustividad. El primero es explícito, 
en tanto que el segundo queda imbíbito en la disposición legal. Así, el principio 
de congruencia está referido a que el laudo debe ser congruente no sólo consigo 
mismo, sino también con la litis, tal como haya quedado establecida en la etapa 
oportuna; de ahí que se hable, por un lado, de congruencia interna, entendida 
como aquella característica de que el laudo no contenga resoluciones o 
afirmaciones que se contradigan entre sí y, por otro, de congruencia externa, que 
en sí atañe a la concordancia que debe haber con la demanda y contestación 
formuladas por las partes, esto es, que el laudo no distorsione o altere lo pedido 
o lo alegado en la defensa sino que sólo se ocupe de las pretensiones de las 
partes y de éstas, sin introducir cuestión alguna que no se hubiere reclamado, ni 
de condenar o de absolver a alguien que no fue parte en el juicio laboral. 
Mientras que el de exhaustividad está relacionado con el examen que debe 
efectuar la autoridad respecto de todas las cuestiones o puntos litigiosos, sin 
omitir ninguno de ellos, es decir, dicho principio implica la obligación del juzgador 
de decidir las controversias que se sometan a su conocimiento tomando en 
cuenta los argumentos aducidos tanto en la demanda como en aquellos en los 
que se sustenta la contestación y demás pretensiones hechas valer 
oportunamente en el juicio, de tal forma que se condene o absuelva al 
demandado, resolviendo sobre todos y cada uno de los puntos litigiosos que 
hubieran sido materia del debate. Por tanto, cuando la autoridad laboral dicta un 
laudo sin resolver sobre algún punto litigioso, en realidad no resulta contrario al 
principio de congruencia, sino al de exhaustividad, pues lejos de distorsionar o 
alterar la litis, su proceder se reduce a omitir el examen y pronunciamiento de 
una cuestión controvertida que oportunamente se le planteó, lo que permite, 
entonces, hablar de un laudo propiamente incompleto, falto de exhaustividad, 
precisamente porque la congruencia -externa- significa que sólo debe ocuparse 
de las personas que contendieron como partes y de sus pretensiones; mientras 
que la exhaustividad  implica  que el laudo ha de ocuparse de todos los puntos 
discutibles. Consecuentemente, si el laudo no satisface esto último, es inconcuso 
que resulta contrario al principio de exhaustividad que emerge del artículo 842 de 
la Ley Federal del Trabajo, traduciéndose en un laudo incompleto, con la 
consiguiente violación a la garantía consagrada en el artículo 17 de la 
Constitución Federal. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 
TRABAJO DEL CUARTO CIRCUITO. Precedentes: Amparo directo 461/2004. 
Alfonso Enríquez Medina. 22 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. 
Ponente: Victorino Rojas Rivera. Secretario: Reynaldo Piñón Rangel. Amparo 
directo 391/2004. Comisión Federal de Electricidad. 22 de septiembre d e 2004. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alfredo Gómez Molina. Secretaria: Angelina 
Espino Zapata. Amparo directo 435/2004. Petróleos Mexicanos y Pemex 
Refinación. 15 de octubre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Victorino 
Rojas Rivera. Secretaria: Liliana Leal González. Amparo directo 486/2004. Carlos 
Javier Obregón Ruiz. 20 de octubre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: 
Victorino Rojas Rivera. Secretaria: Liliana Leal González. Amparo directo 
559/2004. Yolanda Perales Hernández. 27 de octubre de 2004. Unanimidad de 
votos. Ponente: Abraham Calderón Díaz. Secretario: Francisco García Sandoval. 
Nota: Por instrucciones del Tribunal Colegiado de Circuito, la tesis que aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XIX, febrero de 2004, página 888, se publica nuevamente con las 
modificaciones, tanto en el texto como en los precedentes, que el propio tribunal 
ordena. Registro IUS: 179074. Localización: Novena Época, Tribunales 
Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XXI, Marzo de 2005, p. 959, tesis IV.2o.T. J/44, jurisprudencia, Laboral. 
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LAUDO, MATERIA DEL.  La Junta, en sus laudos, tiene que resolver lo 
procedente en relación con las acciones intentadas y con las demás pretensiones 
deducidas oportunamente en el juicio, ya que de lo contrario, falta al principio de 
congruencia que exige el artículo 842 de la Ley Federal del Trabajo, lo que se 
traduce en violación de las garantías contenidas en los artículos 14 y 16 de la 
Constitución General de la República. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL 
SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 189/90. Textiles Miguel, S.A. 13 de junio de 
1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando 
Cortés Galván. Amparo directo 23/91. José Guadalupe Mendoza Pérez y otra. 29 
de enero de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 
Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. Amparo directo 132/95. Mutualidad 
Nacional de Trabajadores Textiles de la Rama del Algodón. 26 de abril de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. 
Secretario: Gonzalo Carrera Molina. Amparo directo 406/96. Manuel Pérez 
García y otro. 19 de septiembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: 
Clementina Ramírez Moguel  Goyzueta. Secretario: Gonzalo Carrera Molina. 
Amparo directo 540/96. Ferrocarriles Nacionales de México. 16 de octubre de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. 
Secretaria: Laura Ivón Nájera Flores. Novena Época. Instancia: SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Tomo: IV, Noviembre de 1996. Tesis: VI.2o. J/79. 
Página:   358. 

 
Por lo que es de resolverse y se: 
 
 

R  E  S  U  E  L  V  E:  
 
 
PRIMERO: La actora C. 

, con referencia a la demandada 

, procedió su acción 
principal de Indemnización Constitucional, toda vez que demostró la existencia del 
despido injustificado, y que de acuerdo a la carga procesal le correspondió probar.  
 
 
SEGUNDO: Se absuelve a la demandada 

, de pagarle a la C. 

 las Horas Extras y los 
Días de Descanso Semanal o Séptimos Días reclamadas, en base a los Considerandos 
II, III, IV y V, de la presente resolución, que por economía procesal se tienen por 
reproducidos como si se insertaran a la letra. 
 
 
TERCERO: Se condena a la demandada 

, de pagarle a la C. 

, las siguientes 
prestaciones de trabajo: la cantidad de $********* (SON: ******/100 M. N), importe de 90 
días de salario por concepto de Indemnización Constitucional, condenado de 
conformidad con lo establecido en el Artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo; la 
cantidad de $******** (SON: ********/100 M.N.) importe de 47.5 días de salario por 
concepto de Prima de Antigüedad correspondiente al tiempo de servicios laborados 
condenados de conformidad con lo establecido en el Artículo 162 Fracción II, en 
concordancia con lo dispuesto en los diversos 485 y 486 de la Ley en Comento; la 
cantidad de $******** (SON: *******/100 M. N.) Importe de 21.5 días de salario por 
concepto de Vacaciones, más el 25% de Prima Vacacional correspondiente al 
penúltimo y parte proporcional del último año de servicios prestados, condenados de 
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conformidad con lo estipulado en los artículos 76, 78 y 79 de la Ley de la materia; y la 
cantidad de $******** (SON: ******/100 M. N.) importe de 21.25 días de salarios por 
concepto de Aguinaldos, correspondientes al año dos mil diez, y parte proporcional de 
dos mil once, condenados de conformidad con el artículo 87 de la Ley invocada; más 
los salarios vencidos que se generen contados a partir de la fecha del despido (08 de 
junio de 2011), hasta el total cumplimiento del presente Laudo, cantidades que salvo 
error u omisión aritmética deberán ser pagadas personalmente a la trabajadora 
demandante; a razón de un salario diario integrado de $****** por lo que respecta a la 
Indemnización Constitucional y Salarios Caídos, y de un salario diario ordinario de 
$****** por lo que se refiere a las Vacaciones y Prima Vacacional, y Aguinaldos; en 
los términos precisados líneas arriba, específicamente en el considerando V de la 
presente resolución. 
 
 
CUARTO: Se le concede a la parte demandada para dar cumplimiento a la presente 
resolución el término de 72 horas siguientes a la en que surta efectos su notificación. 
De lo anterior notifíquese a las partes por conducto del C. Actuario adscrito a esta Junta 
de la siguiente manera: a la actora en la 

, y a la demandada en la 

, ambos de ésta 
Ciudad, debiéndoles hacer entrega de una copia autorizada de la presente resolución, 
respectivamente. Cúmplase. 
 
ASÍ LO PROVEEN Y FIRMAN POR UNANIMIDAD DE VOTOS LOS CC. INTEGRANTES DE 
LA JUNTA LOCAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEL ESTADO DE CAMPECHE, A LOS 
VEINTICINCO DÍAS DEL MES DE ENERO DE DOS MIL DIECIOCHO.  

 
LA C. PRESIDENTE. 

 
LIC. ROSELY ALEJANDRA COCOM COUOH. 

 
REPRESENTANTE OBRERO                                       REPRESENTANTE PATRONAL 
 
C. LUIS FELIPE COCOM MAS.                               LIC. MA. CRISTINA CERON CAÑETAS. 

 
LA C. SECRETARIA. 

 
LIC. ELFFIE SELENE DZIB DEL TORO. 

 
 
CAZC. 

 
La Licenciada Elffie Selene Dzib del Toro, Secretaria de Acuerdos de la Junta Local de 
Conciliación y Arbitraje del Estado de Campeche, hago constar y certifico que en 
términos de lo previsto en los artículos 111 y 118 y demás conducentes en lo relativo de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Campeche, y 
los anexos Quincuagésimo sexto y Sexagésimo del Acuerdo 
CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT18/03/2016-03 del Consejo Nacional del Sistema 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 
Personales, por el que se aprueban los Lineamientos Generales en materia de 
clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de 
versiones públicas, publicado en el Diario Oficial de la Federación (Segunda Sección) 
del 15 de abril del 2016, (última modificación 29 de julio del 2016), en esta versión 
pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o 
confidencial que encuadra en el ordenamiento mencionado. Conste. 
 


